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Introducción 



Aborda la presente monografía un derecho que no constituye solo un tema jurídico, sino que tiene una evidente entraña política pues, como se ha escrito, «la tentación de los gobiernos y personajes poderosos de sacar ventaja del conocimiento irregular de comunicaciones secretas fue siempre demasiado fuerte»  (1) .

Su interés ha sido permanente, en especial por hallarse ligado a los perennes intentos del poder de enterarse de lo que dicen sus ciudadanos. Y así, tal injerencia se ha dado desde los tiempos de los cabinets noirs de la monarquía absolutista hasta los ataques más recientes, por ejemplo, del régimen comunista, reflejados magistralmente en la película La vida de los otros, sobre las escuchas a los disidentes en la desaparecida República Democrática de Alemania, o en el conocido 1984 de Orwell, en el que aparece una frase clave que podría aplicarse al «Estado de partidos» de nuestra época:


«¿Quién controla el pasado?, corrió la consigna del Partido...

quien controla el presente controla el pasado»  (2) .



Por eso no puede extrañar que tales comportamientos hayan sido objeto de durísimas descalificaciones, tildándose de «abuso incalificable» porque «penetra arbitrariamente en nuestra intimidad...y se aprovecha de nuestra confianza para traicionarla»  (3) .

De ello ha derivado un movimiento constitucional para su reconocimiento -Constitución rusa, art. 128, Weimar, art. 117, y más modernamente art. 15 de la Constitución italiana o 10 de la Ley Fundamental de Bonn-, destacándose como nota común su plasmación vinculada al secreto de la correspondencia, el cual ha ido evolucionando hacia la expresión más moderna y amplia de «secreto de las comunicaciones (de todas clases)», garantizando su limitación por Ley y su injerencia concreta, mediante intervención judicial exclusivamente.

Otro dato a tener en cuenta ha sido la progresiva independización del derecho al secreto de las comunicaciones respecto del de intimidad, al que se halla tan próximo. Por otro lado, las nuevas tecnologías han acentuado esta tendencia al hacer más necesario un tratamiento individualizado del mismo.

Sin embargo, el gran problema del «secreto de las comunicaciones» ha sido y sigue siendo la necesidad de que la jurisprudencia haya tenido que desarrollar toda una doctrina ante la insuficiencia o inexistencia, en algunos casos, de legislación al respecto.

El ejemplo de la Constitución de los Estados Unidos es bien expresivo de lo que decimos. Así, el secreto de las comunicaciones no se encuentra específicamente protegido, pero en la 4.ª Enmienda se protege la intimidad. Ello hizo que la jurisprudencia fuera desarrollando los contornos de este derecho hasta que la «Omnibus Crime Control and Safe Street Act» de 1968 regulara la materia.

Y en Alemania, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 2 de marzo de 2010 ha anulado diversos preceptos de la Ley de 21 de diciembre de 2007 dictada para transponer la Directiva 2006/24/CE, por considerar que vulneraba el art. 10.1 de la Constitución alemana que recoge el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones  (4) .

La sentencia centra su argumentación en la vulneración de los principios de proporcionalidad y de «claridad de la ley», que el TEDH viene encuadrando dentro de la expresión «calidad de la ley», con la que se resalta el estándar con que ha de regularse adecuadamente el derecho al secreto de las comunicaciones.

Esta nota de modernidad o actualidad indiscutible del tema se aprecia igualmente en una de las últimas resoluciones dictadas cuando redactamos estas líneas. Nos referimos al ATS de 19 de octubre de 2010 mediante el cual la Sala de lo Penal de nuestro más Alto Tribunal manda seguir adelante la causa incoada por la presentación el pasado 9 de diciembre de 2009 de una querella por presuntos delitos de prevaricación judicial y contra las garantías de la intimidad cometido por autoridad o funcionario público contra quien entonces era titular del Juzgado Central de Instrucción núm. 5 de la Audiencia Nacional, por uno de los letrados afectados, a consecuencia de la intervención de las comunicaciones orales a diversos imputados en el «Caso Gürtel» y sus abogados.

El punto clave de dicha resolución se centra en que -tal como admitió el querellado en declaración prestada ante el instructor del Tribunal Supremo-, pese a conocer lo que se denomina la «vacuidad incriminatoria» existente contra los nuevos letrados de la causa, ordenó la escucha de las conversaciones entre estos y sus clientes, produciéndose de facto y de iure el vaciamiento del ejercicio del derecho de defensa de unos imputados que se hallaban en prisión preventiva, y ello debido a «la forma omnímoda y categórica en que fueron dictados» los autos en que se ordenaron dichas intervenciones de las comunicaciones.

En razón de lo apuntado, sintetizado en los problemas de deficiencias de regulación, su trascendencia personal porque puede constituir prueba de hechos graves y su permanente actualidad derivada de las novedosas invenciones tecnológicas, la presente monografía se articula en torno a tres puntos: una exposición sucinta de los aspectos teóricos del derecho al secreto de las comunicaciones, la normativa que se recoge y la jurisprudencia que, convenientemente clasificada, se presenta.

De este modo pretendemos ofrecer un marco ágil y operativo del secreto de las comunicaciones, situándolo en su encrucijada actual: de un lado, un derecho que se renueva continuamente de la mano de las nuevas tecnologías y que pone en manos de autoridades y particulares un gran poder con peligros evidentes para la libertad de comunicación, y de otro, un derecho en base al cual se demandan cada vez más afinadas garantías para proteger y en su caso reclamar el respeto de una manifestación tan fundamental de la privacidad humana.
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Aspectos básicos 



El art. 18.3 CE garantiza «el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial».

Toda comunicación tiene cinco elementos: emisor, quien habla o escribe; receptor o destinatario, que escucha o lee; mensaje, lo que se transmite; código o sistema de señales previamente convenidas para hacerse entender; y canal o medio a través del cual se produce la comunicación.

Pero a efectos de precisar con mayor rigor la conceptuación y características generales de este derecho resulta imprescindible abordar las cuestiones siguientes: su definición, bien jurídico que protege, naturaleza y alcance o ámbito sobre el que se proyecta.

1.  Concepto

El derecho al secreto de las comunicaciones se configura en un doble sentido: de una parte, abarcando el derecho a comunicarse libremente, esto es, a utilizar los medios técnicos de comunicación sin ningún tipo de trabas o limitaciones. Y de otro lado, extendiéndose también en cuanto «secreto» que es, al contenido de lo comunicado o conversado, cualquiera que fuere este, es decir, con independencia de que hubiere sido de índole personal, comercial o sin aparente trascendencia. Finalmente, también cubre otros aspectos de la comunicación, como por ejemplo la identidad subjetiva de los interlocutores o de los corresponsales  (1) .

El secreto cubre todo tipo de comunicación, siempre que lo transmitido sea de carácter privado y para un destinatario específico, ya que si se tratara de una comunicación pública, sería de aplicación el art. 20 CE y las restricciones legales expresas que en el mismo se contienen  (2) .

2.  Bien jurídico

Las aportaciones más antiguas a esta cuestión se remontaban a derechos muy generales, tales como libertad, seguridad etc.

Así, Santamaría de Paredes consideraba que con la inviolabilidad de la correspondencia -pensando en la postal, que era la de la época- se protegía el derecho a la libertad.

Hauriou lo conectaba con la inviolabilidad domiciliaria, y concluía -un poco forzadamente- que era un derecho a la seguridad personal.

Otros autores, como Pace, lo relacionaban con la libertad de expresión de pensamientos  (3) .

Pero más modernamente, el secreto a las comunicaciones se ha concretado mucho más y, de conformidad con la STC 114/1984, se le considera ya un «derecho de libertad de las comunicaciones»  (4) .

Se trata de un derecho que -al igual que los restantes, también reconocidos en el art. 18 CE, honor, intimidad personal y propia imagen- «se proyecta sobre aquellas esferas de la vida individual y familiar que habitualmente suelen calificarse de privadas»  (5) , y mediante el cual se pretende ejercer «un auténtico derecho a la libertad de comunicación»  (6) .

Pero lo que se protege no es la privacidad como tal e incluso considerada en una de sus relevantes manifestaciones, sino un derecho diferente: la libertad de comunicación. Es decir, el derecho a transmitir un mensaje a otro y a recibir su respuesta sin interferencia de terceros.

En efecto, se ha ido produciendo un deslizamiento desde la tutela de la privacidad hasta el mismo derecho de autodeterminación comunicativa, entendiendo por comunicación lo apuntado líneas arriba, ya que la mera conversación oral directa no es objeto de la tutela del bien jurídico que protege el art. 18.3 CE.

Sin embargo, no puede desconocerse que «el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, guarda un estrecho parentesco con el derecho a la intimidad personal y familiar, pues aquel no es otra cosa que una de las manifestaciones fenoménicas de este». Y el propio Tribunal Constitucional ha declarado que la interceptación de una comunicación es «una grave injerencia» del «derecho fundamental a la intimidad» (STC 34/1996, de 11 de marzo)  (7) .

Más en concreto, se ha dicho que «lo que se protege es el continente: la impenetrabilidad de la comunicación para terceros», por tanto, «el bien jurídico protegido es el proceso de comunicación mismo»  (8) .

No obstante, otros autores, diciendo sustancialmente lo mismo, lo expresan con mayor acierto, considerando que «se protege tanto el proceso de comunicación como el contenido, es decir, lo comunicado, con independencia de que (...) sea algo trivial o simplemente ajeno a la órbita de lo privado, por el hecho de haber sido tratado a través de una de las formas de comunicación aludidas en el art. 18.3»  (9) .

En definitiva, «el bien constitucionalmente protegido es el derecho de los titulares a mantener el carácter reservado de una información privada, o lo que es lo mismo, a que ningún tercero pueda intervenir en el proceso de comunicación y conocer de la idea, pensamiento o noticia transmitida por el medio»  (10) .

El Tribunal Constitucional, en concreto, (SSTC 34/1996 y 70/2002, entre otras varias) entiende que «el bien constitucionalmente protegido es así -a través de la imposición a todos del "secreto"- la libertad de las comunicaciones, siendo cierto que el derecho puede conculcarse tanto por la interceptación en sentido estricto (que suponga aprehensión física del soporte del mensaje -con conocimiento o no del mismo- o captación, de otra forma, del proceso de comunicación) como por el simple conocimiento antijurídico de lo comunicado (apertura de la correspondencia ajena guardada por su destinatario, por ejemplo)». Sin embargo, sobre esto último volveremos más adelante.

3.  Naturaleza

Se trata de un derecho que tiene carácter formal y no material, porque lo secreto se proyecta sobre el proceso de comunicación mismo realizado entre los interlocutores, tanto en lo relativo a sus aspectos externos como a su contenido, por lo que «no hay secreto para aquel a quien la comunicación se dirige»  (11) .

En consecuencia, quien grabara y divulgara una conversación mantenida con una persona atentaría, en su caso, al derecho a la intimidad del interlocutor pero no al derecho reconocido en el art. 18.3 CE.

Las dos características fundamentales de este derecho son su carácter formal y la autonomía de que goza en relación a otros derechos, en particular el derecho a la intimidad  (12) .

En cuanto al carácter formal, proclamado por la jurisprudencia y la doctrina de modo reiterado, supone que se protege «cualquier clase de comunicación» y no solo las de carácter íntimo.

Por ello, «no se dispensa el secreto en virtud del contenido de la comunicación ni tiene nada que ver esta protección con el hecho -jurídicamente indiferente- de que lo comunicado entre o no en el ámbito de la privacy. Toda comunicación es, para la norma fundamental, secreta, aunque solo algunas, como es obvio, serán íntimas»  (13) .

La autonomía del derecho lo separa, pues y singularmente, del de intimidad previsto en el art. 18.1 CE, «por lo que ninguna infracción del art. 18.3 CE cabe apreciar si alguno de los titulares de la relación informativa divulgan la noticia salvo, claro está, que la información afecte al derecho a la intimidad del art. 18.1» y añadimos nosotros, o que pudiera tratarse de contenidos que no pueden divulgarse, así por tratarse de «información reservada» o amparada por el «secreto de sumario».

4.  Alcance

El alcance del derecho al secreto de las comunicaciones es muy amplio, pues abarca «la transmisión de mensajes en cualquier soporte y lenguaje»  (14) .

Y «no cubre solo el contenido de la comunicación sino también, en su caso, otros aspectos de la misma, como por ejemplo la identidad subjetiva de los interlocutores o de los corresponsales (...) y, para el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, también están protegidas por el secreto las circunstancias de la comunicación como el momento, duración o identidad de los comunicantes»  (15) .

La vulneración del derecho se produce cuando existe una injerencia en el transcurso de una comunicación pero no cuando esta ha terminado, por lo que el acceso al contenido de una conversación ya concluida grabada en una cinta «no determinará la existencia de una afectación al derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, sino al (...) de la intimidad»  (16) .

Pero la tutela del derecho a una comunicación libre «protegerá también los momentos previos y los finales de la misma. Como ha manifestado el TEDH (SSTEDH caso Golder, 21 de febrero de 1975 y caso Campbell, 28 de junio de 1984) «un obstáculo en la posibilidad misma de iniciar correspondencia representa la forma más radical de interferencia» (...) [se excluyen, en cambio] las conversaciones realizadas de forma directa o en persona, es decir sin la intermediación de algún elemento técnico, las cuales tienen su protección en el art. 18.1 CE»  (17) .

Por otro lado, los avances tecnológicos han transformado profundamente el alcance de este derecho pues, frente al clásico derecho a la inviolabilidad de la correspondencia o «secreto postal», en cuya historia se cuentan algunos casos de condenas a carteros por violación de secretos al registrar cartas apoderándose de su contenido (noticias, fotos o incluso billetes), modernamente han irrumpido las comunicaciones telefónicas primero y, desde hace unos años, las nuevas tecnologías, que han hecho que la comunicación más utilizada sea el correo electrónico.

De ahí que deba saludarse con satisfacción el actual art. 18.3, que va más allá de los tradicionales reconocimientos constitucionales -art. 7 de la Constitución de 1869, art. 7 de la Constitución de 1876 y 32 de la Constitución de 1931- y reconoce el derecho, de forma ilimitada, sobre cualquier comunicación realizada con un soporte técnico.

En efecto, tanto la Constitución de 1869 como la de 1876 se refieren a la correspondencia postal y telegráfica, la de 1931 apunta de modo más amplio a la «correspondencia en todas sus formas» y la CE de 1978 tiene una cláusula abierta que «garantiza el secreto de las comunicaciones» (de todas) y, «en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas», lo cual permite incluir las electrónicas y, en general, cualesquiera que pudieran inventarse en el futuro.

Este derecho además proyecta su eficacia erga omnes, lo que significa que su alcance se extiende hacia todo tercero ajeno a la comunicación, porque iuris et de iure, todo lo comunicado por los interlocutores, por el mero hecho de serlo, es secreto y, en tal sentido, se dirige en especial a los periodistas e informadores que deben respetarlo  (18) .

Naturalmente, esto debe ceder si los personajes son públicos -así, un periodista se entera de lo que le dice un político a otro en una cafetería-, lo dicho es veraz y tiene interés informativo, porque si falla algunos de estos requisitos el derecho constitucional a la información carecería en ese caso de protección, e incluso podría aparejar responsabilidad de orden civil por vulnerar el derecho a la intimidad que, obviamente, también poseen los políticos y, en general, todo «famoso».
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Regulación normativa 



Una vez expuestas las principales cuestiones que sirven para caracterizar el derecho al secreto de las comunicaciones, procede recoger su marco normativo. Y a efectos de una fácil visualización, distinguimos dos referentes: la normativa internacional y la legislación nacional.

Sin duda puede haber alguna omisión -en una obra de estas características no podemos aspirar a reunir toda la normativa- pero sí que presentamos la más importante, en particular en cuanto al reconocimiento, protección y regulación de las injerencias en tal derecho.

De este modo se facilita su utilización práctica y se pone al alcance de la mano la regulación a tener en cuenta para resolver los casos y problemas que se puedan presentar al jurista.

Como última observación hemos de hacer notar que se han sintetizado al máximo las referencias normativas, pero aun así es evidente la extensión de este apartado, que consideramos justificada por las razones de operatividad señaladas.

1.  Normativa internacional

Se recogen en este apartado los textos internacionales más utilizados en relación al derecho al secreto de las comunicaciones.

Los dos primeros, la DUDH y el PIDCP de Nueva York, tienen carácter universal, el resto pertenecen al ámbito comunitario europeo, y el último es el art. 100 del Código Procesal Penal francés.

La invocación de estas normas en el ámbito forense es frecuente y sirve para reforzar las reclamaciones que se presentan ante los órganos judiciales, al contener las grandes declaraciones y referentes máximos en la materia.

Así, la interdicción de cualquier asomo de arbitrariedad en relación a las posibles injerencias en la vida privada y en el derecho a la correspondencia, término este que será sustituido por las normas comunitarias más recientes -pues en el CEDH de 1950 todavía se utiliza- denominándose ya en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y en las últimas Directivas, «comunicaciones».

Se recoge igualmente el derecho a la protección de los ataques o injerencias ilegales o arbitrarios en los términos que prevean las leyes y se expresa el ámbito en el que es posible la intervención de los poderes públicos: que esté prevista por la ley, que sea necesaria y que cumpla o se justifique por alguno de estos fines «la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infracciones penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás» (art. 8 CEDH).

Por su parte, las Directivas comunitarias modernizan la cuestión y entran en detalles de gran interés, tratando los aspectos más importantes originados por las modernas comunicaciones.

En concreto, la Di 2006/24/CE se ocupa de la «conservación de los datos de tráfico», conteniendo en su art. 2 las definiciones de los conceptos y expresiones técnicas que se emplean al respecto. En el art. 3 establece la obligación de los Estados de velar para que se conserven los datos mencionados en el art. 5, en el cual se recogen las categorías de datos que deben conservarse. Y en el art. 6 se indica que la duración de la obligación de conservación de tales datos será de entre 6 meses y dos años.

La Di 2002/58/CE se destina a las «comunicaciones electrónicas», recogiendo su art. 2 las definiciones al respecto, debiendo destacarse la de «comunicación»: cualquier información intercambiada o conducida entre un número finito de interesados por medio de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público. Por otro lado, en el art. 5 se incluye la obligación de los Estados de garantizar la confidencialidad de las comunicaciones, prohibiéndose en particular «la escucha, la grabación, el almacenamiento u otros tipos de intervención o vigilancia de las comunicaciones y los datos de tráfico asociados a ellas por personas distintas de los usuarios», compatible con las medidas que puedan adoptarse respecto al almacenamiento de datos y la limitación de los derechos comunicativos por razones de seguridad, defensa o persecución de delitos, art. 15.

Y la Di 97/67/CE, que trata del «servicio postal», responsabiliza a los Estados de la obligación de garantizar a los usuarios la prestación de un servicio universal que comprenda la oferta de servicios postales de calidad y permanente en todos los puntos del territorio a precios asequibles (art. 3). Además, en el art. 2 se contienen hasta 18 definiciones de los términos y expresiones técnicos que se utilizan en dicho ámbito y que resultan de gran interés para su adecuado manejo.

Finalmente, se ha incluido el art. 100 del CPP francés por el gran nivel de detalle con que regula «la interceptación, la grabación y la transcripción de la correspondencia emitida a través de las telecomunicaciones» recogiendo sus requisitos, limitaciones y la consignación de la nulidad de los resultados obtenidos sin respetar las formalidades previstas en dicho precepto.

Sin más, pasamos a exponer las normas referidas para facilitar su lectura y eventual utilización.

A)  Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948

Artículo 12.

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

B)  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 16 de diciembre de 1966

Artículo 17.

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

C)  Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de noviembre de 1950

Artículo 8.Derecho al respeto de la vida privada y familiar.


	
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia. 

	
2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infracciones penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás. 



D)  Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea

Artículo 7. Respeto de la vida privada y familiar.

Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones.

E)  Directivas

Di 2006/24/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, sobre la conservación de datos generados o tratados en relación con la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de redes públicas de comunicaciones y por la que se modifica la Directiva 2002/58/CE.

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, Visto el Tratado por el que se establece la Comunidad Europea y, en particular, su art. 95, (...)

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1. Objeto y ámbito.


	
1. La presente Directiva se propone armonizar las disposiciones de los Estados miembros relativas a las obligaciones de los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de comunicaciones en relación con la conservación de determinados datos generados o tratados por los mismos, para garantizar que los datos estén disponibles con fines de investigación, detección y enjuiciamiento de delitos graves, tal como se definen en la legislación nacional de cada Estado miembro. 

	
2. La presente Directiva se aplicará a los datos de tráfico y de localización sobre personas físicas y jurídicas y a los datos relacionados necesarios para identificar al abonado o al usuario registrado. No se aplicará al contenido de las comunicaciones electrónicas, lo que incluye la información consultada utilizando una red de comunicaciones electrónicas. 



Artículo 2. Definiciones.


	
1. A efectos de la presente Directiva, se aplicarán las definiciones de la Directiva 95/46/CE, de la Directiva 2002/21/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas (Directiva marco) (2), y de la Directiva 2002/58/CE. 

	
2. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: 
	
a) «datos»: los datos de tráfico y de localización y los datos relacionados necesarios para identificar al abonado o usuario; 

	
b) «usuario»: toda persona física o jurídica que utilice un servicio de comunicaciones electrónicas de acceso público, con fines privados o comerciales, sin haberse necesariamente abonado a dicho servicio; 

	
c) «servicio telefónico»: las llamadas (incluida la transmisión de voz, buzones vocales, conferencias y datos), los servicios suplementarios (incluido el reenvío o transferencia de llamadas) y los servicios de mensajería y servicios multimedia (incluidos los servicios de mensajes cortos, servicios multimedia avanzados y servicios multimedia); 

	
d) «identificador de usuario»: un identificador único asignado a las personas con motivo de su abono a un servicio de acceso a internet o a un servicio de comunicaciones por internet, o de su registro en uno de dichos servicios; 

	
e) «identificador de celda»: la identidad de la celda desde la que se origina o termina una llamada de teléfono móvil; 

	
f) «llamada telefónica infructuosa»: una comunicación en el transcurso de la cual se ha realizado con éxito una llamada telefónica pero sin contestación o en la que ha habido una intervención por parte del gestor de la red. 







Artículo 3. Obligación de conservar datos.


	
1. Como excepción a los arts. 5, 6 y 9 de la Directiva 2002/58/CE, los Estados miembros adoptarán medidas para garantizar que los datos especificados en el art. 5 de la presente Directiva se conservan de conformidad con lo dispuesto en ella en la medida en que son generados o tratados por proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de comunicaciones que estén bajo su jurisdicción en el marco de la prestación de los servicios de comunicaciones de que se trate. 

	
2. La obligación de conservar datos mencionada en el apartado 1 incluirá la conservación de los datos especificados en el art. 5 en relación con las llamadas telefónicas infructuosas en las que los datos los generan o tratan y conservan (en lo que a los datos telefónicos se refiere) o registran (en lo que a los datos de internet se refiere) proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de comunicaciones que estén bajo la jurisdicción del Estado miembro de que se trate en el marco de la prestación de los servicios de comunicaciones en cuestión. La conservación de datos en relación con las llamadas no conectadas no será obligatoria con arreglo a la presente Directiva. 



Artículo 4. Acceso a los datos.

Los Estados miembros adoptarán medidas para garantizar que los datos conservados de conformidad con la presente Directiva solamente se proporcionen a las autoridades nacionales competentes en casos específicos y de conformidad con la legislación nacional.

Cada Estado miembro definirá en su legislación nacional el procedimiento que deba seguirse y las condiciones que deban cumplirse para tener acceso a los datos conservados de conformidad con los requisitos de necesidad y proporcionalidad, de conformidad con las disposiciones pertinentes del Derecho de la Unión o del Derecho internacional público, y en particular el CEDH en la interpretación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

Artículo 5. Categorías de datos que deben conservarse.


	
1. Los Estados miembros garantizarán que las siguientes categorías de datos se conserven de conformidad con la presente Directiva: 
	
a) datos necesarios para rastrear e identificar el origen de una comunicación: 
	
1) con respecto a la telefonía de red fija y a la telefonía móvil: i) el número de teléfono de llamada, 

ii) el nombre y la dirección del abonado o usuario registrado; 



	
2) con respecto al acceso a internet, correo electrónico por internet y telefonía por internet: i) la identificación de usuario asignada, 

ii) la identificación de usuario y el número de teléfono asignados a toda comunicación que acceda a la red pública de telefonía, 

iii) el nombre y la dirección del abonado o del usuario registrado al que se le ha asignado en el momento de la comunicación una dirección de Protocolo Internet (IP), una identificación de usuario o un número de teléfono; 







	
b) datos necesarios para identificar el destino de una comunicación: 
	
1) con respecto a la telefonía de red fija y a la telefonía móvil: i) el número o números marcados (el número o números de teléfono de destino) y, en aquellos casos en que intervengan otros servicios, como el desvío o la transferencia de llamadas, el número o números hacia los que se transfieren las llamadas, 

ii) los nombres y las direcciones de los abonados o usuarios registrados; 



	
2) con respecto al correo electrónico por internet y a la telefonía por internet: i) la identificación de usuario o el número de teléfono del destinatario o de los destinatarios de una llamada telefónica por internet, 

ii) los nombres y direcciones de los abonados o usuarios registrados y la identificación de usuario del destinatario de la comunicación; 







	
c) datos necesarios para identificar la fecha, hora y duración de una comunicación: 
	
1) con respecto a la telefonía de red fija y a la telefonía móvil: la fecha y hora del comienzo y fin de la comunicación, 

	
2) con respecto al acceso a internet, correo electrónico por internet y telefonía por internet: i) la fecha y hora de la conexión y desconexión del servicio de acceso a Internet, basadas en un determinado huso horario, así como la dirección del Protocolo Internet, ya sea dinámica o estática, asignada por el proveedor de acceso a internet a una comunicación, así como la identificación de usuario del abonado o del usuario registrado; 

ii) la fecha y hora de la conexión y desconexión del servicio de correo electrónico por internet o del servicio de telefonía por internet, basadas en un determinado huso horario; 







	
d) datos necesarios para identificar el tipo de comunicación: 
	
1) con respecto a la telefonía de red fija y a la telefonía móvil: el servicio telefónico utilizado; 

	
2) con respecto al correo electrónico por internet y a la telefonía por internet: el servicio de internet utilizado; 





	
e) datos necesarios para identificar el equipo de comunicación de los usuarios o lo que se considera ser el equipo de comunicación: 
	
1) con respecto a la telefonía de red fija: los números de teléfono de origen y destino; 

	
2) con respecto a la telefonía móvil: i) los números de teléfono de origen y destino; 

ii) la identidad internacional del abonado móvil (IMSI) de la parte que efectúa la llamada; 

iii) la identidad internacional del equipo móvil (IMEI) de la parte que efectúa la llamada; 

iv) la IMSI de la parte que recibe la llamada; 

v) la IMEI de la parte que recibe la llamada; 

vi) en el caso de los servicios anónimos de pago por adelantado, fecha y hora de la primera activación del servicio y la etiqueta de localización (el identificador de celda) desde la que se haya activado el servicio; 



	
3) con respecto al acceso a internet, correo electrónico por internet y telefonía por internet: i) el número de teléfono de origen en caso de acceso mediante marcación de números, 

ii) la línea digital de abonado (DSL) u otro punto terminal identificador del autor de la comunicación; 







	
f) datos necesarios para identificar la localización del equipo de comunicación móvil: 
	
1) la etiqueta de localización (identificador de celda) al comienzo de la comunicación; 

	
2) los datos que permiten fijar la localización geográfica de la celda, mediante referencia a la etiqueta de localización, durante el período en el que se conservan los datos de las comunicaciones. 









	
2. De conformidad con la presente Directiva, no podrá conservarse ningún dato que revele el contenido de la comunicación. 



Artículo 6. Períodos de conservación.

Los Estados miembros garantizarán que las categorías de datos mencionadas en el art. 5 se conserven por un período de tiempo que no sea inferior a seis meses ni superior a dos años a partir de la fecha de la comunicación.

Artículo 7. Protección y seguridad de los datos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones adoptadas de conformidad con las Directivas 95/46/CE y 2002/58/CE, los Estados miembros velarán por que los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de comunicaciones cumplan, en lo que respecta a los datos conservados de conformidad con la presente Directiva, como mínimo los siguientes principios de seguridad de los datos:


	
a) los datos conservados serán de la misma calidad y estarán sometidos a las mismas normas de seguridad y protección que los datos existentes en la red; 

	
b) los datos estarán sujetos a las medidas técnicas y organizativas adecuadas para protegerlos de la destrucción accidental o ilícita, pérdida accidental o alteración, así como almacenamiento, tratamiento, acceso o divulgación no autorizados o ilícitos; 

	
c) los datos estarán sujetos a medidas técnicas y organizativas apropiadas para velar por que solo puedan acceder a ellos las personas especialmente autorizadas, y d) los datos, excepto los que hayan sido accesibles y se hayan conservado, se destruirán al término del período de conservación. 





Artículo 8. 

Requisitos de almacenamiento para los datos conservados Los Estados miembros garantizarán que los datos especificados en el art. 5 se conservan de conformidad con la presente Directiva de manera que los datos conservados y cualquier otra información necesaria con ellos relacionada puedan transmitirse sin demora cuando las autoridades competentes así lo soliciten.

Artículo 9. Autoridades de control.


	
1. Cada Estado miembro nombrará una o más autoridades públicas responsables de controlar la aplicación en su territorio de las disposiciones adoptadas por los Estados miembros de conformidad con el art. 7 en relación con la seguridad de los datos conservados. Dichas autoridades podrán ser las mencionadas en el art. 28 de la Directiva 95/46/CE. 

	
2. Las autoridades mencionadas en el apartado 1 actuarán con plena independencia en el ejercicio del control a que se refiere el apartado 1. 



Artículo 10. Estadísticas.


	
1. Los Estados miembros velarán por que se faciliten anualmente a la Comisión las estadísticas sobre la conservación de datos generados o tratados en el marco de la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de una red pública de comunicaciones. Tales estadísticas incluirán: 
	
a) los casos en que se haya facilitado información a las autoridades competentes de conformidad con el Derecho nacional aplicable; 

	
b) el tiempo transcurrido entre la fecha en que se conservaron los datos y la fecha en que la autoridad competente solicitó su transmisión; 

	
c) los casos en que no pudieron satisfacerse las solicitudes de datos. 





	
2. Tales estadísticas no contendrán datos personales. 



Artículo 11. Modificación de la Directiva 2002/58/CE.

En el art. 15 de la Directiva 2002/58/CE se inserta el apartado siguiente:


«1 bis. El apartado 1 no se aplicará a los datos que deben conservarse específicamente de conformidad con la Directiva 2006/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, sobre la conservación de datos generados o tratados en relación con la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de redes públicas de comunicaciones (*), para los fines recogidos en el art. 1, apartado 1, de dicha Directiva.

(*) DO L 105 de 13 de abril de 2006, pág. 54».



Artículo 12. Medidas futuras.


	
1. Todo Estado miembro que deba hacer frente a circunstancias especiales que justifiquen una ampliación limitada del período máximo de conservación recogido en el art. 6 podrá adoptar las medidas que se impongan. El Estado miembro en cuestión informará inmediatamente a la Comisión y a los demás Estados miembros sobre las medidas adoptadas de conformidad con el presente artículo e indicará las razones que le llevan a adoptarlas. 

	
2. En un plazo de seis meses tras la notificación mencionada en el apartado 1, la Comisión aprobará o rechazará las medidas nacionales en cuestión después de haber examinado si constituyen una discriminación arbitraria o una restricción encubierta al comercio entre los Estados miembros, o constituyen un obstáculo para el funcionamiento del mercado interior. En caso de que la Comisión no adopte ninguna decisión en dicho plazo se considerará que las medidas nacionales han sido aprobadas. 

	
3. Cuando, en virtud del apartado 2, las medidas nacionales adoptadas por un Estado miembro se aparten de las disposiciones de la presente Directiva, la Comisión examinará la oportunidad de proponer la modificación de la presente Directiva. 



Artículo 13. Recursos judiciales, responsabilidad y sanciones.


	
1. Cada Estado miembro adoptará las medidas que se impongan para velar por que se apliquen plenamente, en lo que se refiere al tratamiento de datos en el marco de la presente Directiva, las medidas nacionales de aplicación del capítulo III de la Directiva 95/46/CE relativas al establecimiento de recursos judiciales, responsabilidad y sanciones. 

	
2. Cada Estado miembro adoptará, en particular, las medidas que se impongan para velar por que cualquier acceso intencionado o la transferencia de datos conservados de conformidad con la presente Directiva que no estén permitidos por la legislación nacional adoptada de conformidad con la presente Directiva se castiguen con sanciones, incluidas sanciones administrativas o penales, que sean eficaces, proporcionadas y disuasorias. 



Artículo 14. Evaluación.


	
1. A más tardar el 15 de septiembre de 2010, la Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo una evaluación de la aplicación de la presente Directiva y su impacto en operadores económicos y consumidores, teniendo en cuenta los avances en la tecnología de las comunicaciones electrónicas y las estadísticas proporcionadas a la Comisión de conformidad con el art. 10 a fin de determinar si es necesario modificar las disposiciones de la presente Directiva, en particular por lo que se refiere a la lista de datos del art. 5 y a los períodos de conservación establecidos en el art. 6. Los resultados de esta evaluación se harán públicos. 

	
2. Con este fin, la Comisión examinará todas las observaciones que le comuniquen los Estados miembros o el Grupo de trabajo de protección de las personas en lo que respecta al tratamiento de datos personales creado por el art. 29 de la Directiva 95/46/CE. 



Artículo 15. Transposición.


	
1. Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a más tardar el 15 de septiembre de 2007. Informarán de ello inmediatamente a la Comisión. Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, estas harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia. 

	
2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva. 

	
3. Cada Estado miembro podrá aplazar hasta el 15 de marzo de 2009 la aplicación de la presente Directiva en lo que se refiere a la conservación de los datos de comunicaciones en relación con el acceso a internet, la telefonía por internet y el correo electrónico por internet. Los Estados miembros que se propongan recurrir el presente apartado lo notificarán al Consejo y a la Comisión mediante una declaración en el momento de la adopción de la presente Directiva. Tal declaración se publicará en el Diario Oficial de la Unión Europea. 



Artículo 16. Entrada en vigor.

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.

Artículo 17. Destinatarios.

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros.

Di 2002/58/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 2002, (Directiva sobre la privacidad y las comunicaciones electrónicas) relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas.

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, su art. 95,

(...)

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1. Ámbito de aplicación y objetivo.


	
1. La presente Directiva armoniza las disposiciones de los Estados miembros necesarias para garantizar un nivel equivalente de protección de las libertades y los derechos fundamentales y, en particular, del derecho a la intimidad, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales en el sector de las comunicaciones electrónicas, así como la libre circulación de tales datos y de los equipos y servicios de comunicaciones electrónicas en la Comunidad. 

	
2. Las disposiciones de la presente Directiva especifican y completan la Directiva 95/46/CE a los efectos mencionados en el apartado 1. Además, protegen los intereses legítimos de los abonados que sean personas jurídicas. 

	
3. La presente Directiva no se aplicará a las actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, como las reguladas por las disposiciones de los títulos V y VI del Tratado de la Unión Europea ni, en cualquier caso, a las actividades que tengan por objeto la seguridad pública, la defensa, la seguridad del Estado (incluido el bienestar económico del Estado cuando dichas actividades estén relacionadas con la seguridad del mismo) y a las actividades del Estado en materia penal. 



Artículo 2. Definiciones.

Salvo disposición en contrario, serán de aplicación a efectos de la presente Directiva las definiciones que figuran en la Directiva 95/46/CE y en la Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas (Directiva marco)(8).

Además, a efectos de la presente Directiva se entenderá por:


	
a) «usuario»: una persona física que utiliza con fines privados o comerciales un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público, sin que necesariamente se haya abonado a dicho servicio; 

	
b) «datos de tráfico»: cualquier dato tratado a efectos de la conducción de una comunicación a través de una red de comunicaciones electrónicas o a efectos de la facturación de la misma; 

	
c) «datos de localización»: cualquier dato tratado en una red de comunicaciones electrónicas que indique la posición geográfica del equipo terminal de un usuario de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público; 

	
d) «comunicación»: cualquier información intercambiada o conducida entre un número finito de interesados por medio de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público. No se incluye en la presente definición la información conducida como parte de un servicio de radiodifusión al público, a través de una red de comunicaciones electrónicas, excepto en la medida en que la información pueda relacionarse con el abonado o usuario identificable que reciba la información; 

	
e) «llamada»: una conexión establecida por medio de un servicio telefónico disponible para el público que permita la comunicación bidireccional en tiempo real; 

	
f) «consentimiento» de un usuario o abonado: el consentimiento del interesado, con arreglo a la definición de la Directiva 95/46/CE; 

	
g) «servicio con valor añadido»: todo servicio que requiere el tratamiento de datos de tráfico o datos de localización distintos de los de tráfico que vayan más allá de lo necesario para la transmisión de una comunicación o su facturación; 

	
h) «correo electrónico»: todo mensaje de texto, voz, sonido o imagen enviado a través de una red de comunicaciones pública que pueda almacenarse en la red o en el equipo terminal del receptor hasta que este acceda al mismo. 



Artículo 3. Servicios afectados.


	
1. La presente Directiva se aplicará al tratamiento de datos personales en relación con la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público en las redes públicas de comunicaciones de la Comunidad. 

	
2. Los arts. 8, 10 y 11 se aplicarán a las líneas de abonado conectadas a centrales digitales y, siempre y cuando sea técnicamente posible y no exija un esfuerzo económico desproporcionado, a las líneas de abonado conectadas a centrales analógicas. 

	
3. Los Estados miembros notificarán a la Comisión aquellos casos en los que no sea posible técnicamente o exija un esfuerzo económico desproporcionado cumplir los requisitos de los arts. 8, 10 y 11. 



Artículo 4. Seguridad.


	
1. El proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público deberá adoptar las medidas técnicas y de gestión adecuadas para preservar la seguridad de sus servicios, de ser necesario en colaboración con el proveedor de la red pública de comunicaciones por lo que respecta a la seguridad de la red. Considerando las técnicas más avanzadas y el coste de su aplicación, dichas medidas garantizarán un nivel de seguridad adecuado al riesgo existente. 

	
2. En caso de que exista un riesgo particular de violación de la seguridad de la red, el proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público deberá informar a los abonados sobre dicho riesgo y, cuando el riesgo quede fuera del ámbito de las medidas que deberá tomar el proveedor del servicio, sobre las posibles soluciones, con una indicación de los posibles costes. 



Artículo 5. Confidencialidad de las comunicaciones.


	
1. Los Estados miembros garantizarán, a través de la legislación nacional, la confidencialidad de las comunicaciones y de los datos de tráfico asociados a ellas, realizadas a través de las redes públicas de comunicaciones y de los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público. En particular, prohibirán la escucha, la grabación, el almacenamiento u otros tipos de intervención o vigilancia de las comunicaciones y los datos de tráfico asociados a ellas por personas distintas de los usuarios, sin el consentimiento de los usuarios interesados, salvo cuando dichas personas estén autorizadas legalmente a hacerlo de conformidad con el apartado 1 del art. 15. El presente apartado no impedirá el almacenamiento técnico necesario para la conducción de una comunicación, sin perjuicio del principio de confidencialidad. 

	
2. El apartado 1 no se aplicará a las grabaciones legalmente autorizadas de comunicaciones y de los datos de tráfico asociados a ellas cuando se lleven a cabo en el marco de una práctica comercial lícita con el fin de aportar pruebas de una transacción comercial o de cualquier otra comunicación comercial. 

	
3. Los Estados miembros velarán por que únicamente se permita el uso de las redes de comunicaciones electrónicas con fines de almacenamiento de información o de obtención de acceso a la información almacenada en el equipo terminal de un abonado o usuario a condición de que se facilite a dicho abonado o usuario información clara y completa, en particular sobre los fines del tratamiento de los datos, con arreglo a lo dispuesto en la Directiva 95/46/CE y de que el responsable del tratamiento de los datos le ofrezca el derecho de negarse a dicho tratamiento. La presente disposición no impedirá el posible almacenamiento o acceso de índole técnica al solo fin de efectuar o facilitar la transmisión de una comunicación a través de una red de comunicaciones electrónicas, o en la medida de lo estrictamente necesario a fin de proporcionar a una empresa de información un servicio expresamente solicitado por el usuario o el abonado. 



Artículo 6. Datos de tráfico.


	
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 5 del presente artículo y en el apartado 1 del art. 15, los datos de tráfico relacionados con abonados y usuarios que sean tratados y almacenados por el proveedor de una red pública de comunicaciones o de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible al público deberán eliminarse o hacerse anónimos cuando ya no sean necesarios a los efectos de la transmisión de una comunicación. 

	
2. Podrán ser tratados los datos de tráfico necesarios a efectos de la facturación de los abonados y los pagos de las interconexiones. Se autorizará este tratamiento únicamente hasta la expiración del plazo durante el cual pueda impugnarse legalmente la factura o exigirse el pago. 

	
3. El proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público podrá tratar los datos a que se hace referencia en el apartado 1 para la promoción comercial de servicios de comunicaciones electrónicas o para la prestación de servicios con valor añadido en la medida y durante el tiempo necesarios para tales servicios o promoción comercial, siempre y cuando el abonado o usuario al que se refieran los datos haya dado su consentimiento. Los usuarios o abonados dispondrán de la posibilidad de retirar su consentimiento para el tratamiento de los datos de tráfico en cualquier momento. 

	
4. El proveedor del servicio deberá informar al abonado o al usuario de los tipos de datos de tráfico que son tratados y de la duración de este tratamiento a los efectos mencionados en el apartado 2 y, antes de obtener el consentimiento, a los efectos contemplados en el apartado 3. 

	
5. Solo podrán encargarse del tratamiento de datos de tráfico, de conformidad con los apartados 1, 2, 3 y 4, las personas que actúen bajo la autoridad del proveedor de las redes públicas de comunicaciones o de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público que se ocupen de la facturación o de la gestión del tráfico, de las solicitudes de información de los clientes, de la detección de fraudes, de la promoción comercial de los servicios de comunicaciones electrónicas o de la prestación de un servicio con valor añadido, y dicho tratamiento deberá limitarse a lo necesario para realizar tales actividades. 

	
6. Los apartados 1, 2, 3 y 5 se aplicarán sin perjuicio de la posibilidad de que los organismos competentes sean informados de los datos de tráfico con arreglo a la legislación aplicable, con vistas a resolver litigios, en particular los relativos a la interconexión o a la facturación. 



Artículo 7. Facturación desglosada.


	
1. Los abonados tendrán derecho a recibir facturas no desglosadas. 

	
2. Los Estados miembros aplicarán las disposiciones nacionales a fin de conciliar los derechos de los abonados que reciban facturas desglosadas con el derecho a la intimidad de los usuarios que efectúen las llamadas y de los abonados que las reciban, por ejemplo, garantizando que dichos usuarios y abonados dispongan de suficientes modalidades alternativas de comunicación o de pago que potencien la intimidad. 



Artículo 8. Presentación y restricción de la identificación de la línea de origen y de la línea conectada.


	
1. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen, el proveedor del servicio deberá ofrecer al usuario que efectúe la llamada la posibilidad de impedir en cada llamada, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación de la identificación de la línea de origen. El abonado que origine la llamada deberá tener esta posibilidad para cada línea. 

	
2. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen, el proveedor del servicio deberá ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, siempre que haga un uso razonable de esta función, de impedir la presentación de la identificación de la línea de origen en las llamadas entrantes. 

	
3. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen y esta se presente antes de que se establezca la llamada, el proveedor del servicio deberá ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, mediante un procedimiento sencillo, de rechazar las llamadas entrantes procedentes de usuarios o abonados que hayan impedido la presentación de la identificación de la línea de origen. 

	
4. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea conectada, el proveedor del servicio deberá ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, por un procedimiento sencillo y gratuito, de impedir la presentación de la identificación de la línea conectada al usuario que efectúa la llamada. 

	
5. Las disposiciones del apartado 1 se aplicarán también a las llamadas efectuadas desde la Comunidad a terceros países. Las disposiciones de los apartados 2, 3 y 4 se aplicarán también a las llamadas entrantes procedentes de terceros países. 

	
6. Los Estados miembros velarán por que, cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen o de la línea conectada, los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público informen al público sobre dicha posibilidad y sobre las que se establecen en los apartados 1 a 4. 



Artículo 9. Datos de localización distintos de los datos de tráfico.


	
1. En caso de que puedan tratarse datos de localización distintos de los datos de tráfico relativos a los usuarios o abonados de redes públicas de comunicaciones o de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público, solo podrán tratarse estos datos si se hacen anónimos, o previo consentimiento de los usuarios o abonados, en la medida y por el tiempo necesarios para la prestación de un servicio con valor añadido. El proveedor del servicio deberá informar a los usuarios o abonados, antes de obtener su consentimiento, del tipo de datos de localización distintos de los datos de tráfico que serán tratados, de la finalidad y duración del tratamiento y de si los datos se transmitirán a un tercero a efectos de la prestación del servicio con valor añadido. Se deberá ofrecer a los usuarios y abonados la posibilidad de retirar en todo momento su consentimiento para el tratamiento de los datos de localización distintos de los datos de tráfico. 

	
2. Cuando se haya obtenido el consentimiento de un usuario o abonado para el tratamiento de datos de localización distintos de los datos de tráfico, el usuario o abonado deberá seguir contando con la posibilidad, por un procedimiento sencillo y gratuito, de rechazar temporalmente el tratamiento de tales datos para cada conexión a la red o para cada transmisión de una comunicación. 

	
3. Solo podrán encargarse del tratamiento de datos de localización distintos de los datos de tráfico, de conformidad con los apartados 1 y 2, personas que actúen bajo la autoridad del proveedor de las redes públicas de comunicaciones o de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público o del tercero que preste el servicio con valor añadido, y dicho tratamiento deberá limitarse a lo necesario a efectos de la prestación del servicio con valor añadido. 



Artículo 10. Excepciones.

Los Estados miembros velarán por que existan procedimientos transparentes que determinen la forma en que el proveedor de una red pública de comunicaciones o de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible al público podrá anular:


	
a) la supresión de la presentación de la identificación de la línea de origen por un período de tiempo limitado a instancia de un abonado que solicite la identificación de llamadas malevolentes o molestas; en tal caso, los datos que incluyan la identificación del abonado que origina la llamada serán almacenados y facilitados por el proveedor de la red pública de comunicaciones o del servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público, de acuerdo con el Derecho nacional; 

	
b) la supresión de la presentación de la identificación de la línea de origen y el rechazo temporal o la ausencia de consentimiento de un abonado o un usuario para el tratamiento de los datos de localización, de manera selectiva por línea, para las entidades reconocidas por un Estado miembro para atender llamadas de urgencia, incluidos los cuerpos de policía, los servicios de ambulancias y los cuerpos de bomberos, para que puedan responder a tales llamadas. 



Artículo 11. Desvío automático de llamadas.

Los Estados miembros velarán por que todo abonado tenga la posibilidad, por un procedimiento sencillo y gratuito, de detener el desvío automático de llamadas a su terminal por parte de un tercero.

Artículo 12. Guías de abonados.


	
1. Los Estados miembros velarán por que se informe gratuitamente a los abonados antes de ser incluidos en las guías acerca de los fines de las guías de abonados, impresas o electrónicas, disponibles al público o accesibles a través de servicios de información sobre las mismas, en las que puedan incluirse sus datos personales así como de cualquier otra posibilidad de uso basada en funciones de búsqueda incorporadas en las versiones electrónicas de la guía. 

	
2. Los Estados miembros velarán por que los abonados tengan oportunidad de decidir si sus datos personales figuran en una guía pública y en su caso cuáles de ellos, en la medida en que tales datos sean pertinentes para la finalidad de la guía que haya estipulado su proveedor, y de comprobar, corregir o suprimir tales datos. La no inclusión en una guía pública de abonados, así como la comprobación, corrección o supresión de datos personales de una guía, no deberán dar lugar al cobro de cantidad alguna. 

	
3. Los Estados miembros podrán exigir que para cualquier finalidad de una guía pública distinta de la búsqueda de datos de contacto de personas a partir de su nombre y, si resulta necesario, de un mínimo de otros identificadores, se recabe el consentimiento específico de los abonados. 

	
4. Los apartados 1 y 2 se aplicarán a los abonados que sean personas físicas. Los Estados miembros velarán asimismo, en el marco del Derecho comunitario y de las legislaciones nacionales aplicables, por la suficiente protección de los intereses legítimos de los abonados que no sean personas físicas en lo que se refiere a su inclusión en guías públicas. 



Artículo 13. Comunicaciones no solicitadas.


	
1. Solo se podrá autorizar la utilización de sistemas de llamada automática sin intervención humana (aparatos de llamada automática), fax o correo electrónico con fines de venta directa respecto de aquellos abonados que hayan dado su consentimiento previo. 

	
2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, cuando una persona física o jurídica obtenga de sus clientes la dirección de correo electrónico, en el contexto de la venta de un producto o de un servicio de conformidad con la Directiva 95/46/CE, esa misma persona física o jurídica podrá utilizar dichas señas electrónicas para la venta directa de sus propios productos o servicios de características similares, a condición de que se ofrezca con absoluta claridad a los clientes, sin cargo alguno y de manera sencilla, la posibilidad de oponerse a dicha utilización de las señas electrónicas en el momento en que se recojan las mismas y, en caso de que el cliente no haya rechazado inicialmente su utilización, cada vez que reciban un mensaje ulterior. 

	
3. Los Estados miembros tomarán las medidas adecuadas para garantizar, que, sin cargo alguno, no se permitan las comunicaciones no solicitadas con fines de venta directa en casos que no sean los mencionados en los apartados 1 y 2, bien sin el consentimiento del abonado, bien respecto de los abonados que no deseen recibir dichas comunicaciones. La elección entre estas dos posibilidades será determinada por la legislación nacional. 

	
4. Se prohibirá en cualquier caso la práctica de enviar mensajes electrónicos con fines de venta directa en los que se disimule o se oculte la identidad del remitente por cuenta de quien se efectúa la comunicación, o que no contengan una dirección válida a la que el destinatario pueda enviar una petición de que se ponga fin a tales comunicaciones. 

	
5. Los apartados 1 y 3 se aplicarán a los abonados que sean personas físicas. Los Estados miembros velarán asimismo, en el marco del Derecho comunitario y de las legislaciones nacionales aplicables, por la suficiente protección de los intereses legítimos de los abonados que no sean personas físicas en lo que se refiere a las comunicaciones no solicitadas. 



Artículo 14. Características técnicas y normalización.


	
1. Al aplicar las disposiciones de la presente Directiva, los Estados miembros velarán, sin perjuicio de los apartados 2 y 3, por que no se impongan requisitos obligatorios respecto de características técnicas específicas a los equipos terminales u otros equipos de comunicaciones electrónicas que puedan obstaculizar la puesta en el mercado de dichos equipos y su libre circulación en los Estados miembros y entre estos últimos. 

	
2. Cuando las disposiciones de la presente Directiva solo puedan aplicarse mediante la implantación de características técnicas específicas en las redes de comunicaciones electrónicas, los Estados miembros informarán a la Comisión de conformidad con el procedimiento establecido en la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información (9). 

	
3. Cuando proceda, se podrán adoptar medidas para garantizar que los equipos terminales estén fabricados de manera compatible con el derecho de los usuarios de proteger y controlar el uso de sus datos personales, de conformidad con la Directiva 1999/5/CE y la Decisión 87/95/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 1986, relativa a la normalización en el campo de la tecnología de la información y de las telecomunicaciones (10). 



Artículo 15. Aplicación de determinadas disposiciones de la Directiva 95/46/CE.


	
1. Los Estados miembros podrán adoptar medidas legales para limitar el alcance de los derechos y las obligaciones que se establecen en los arts. 5 y 6, en los apartados 1 a 4 del art. 8 y en el art. 9 de la presente Directiva, cuando tal limitación constituya una medida necesaria proporcionada y apropiada en una sociedad democrática para proteger la seguridad nacional (es decir, la seguridad del Estado), la defensa, la seguridad pública, o la prevención, investigación, descubrimiento y persecución de delitos, o la utilización no autorizada del sistema de comunicaciones electrónicas a que se hace referencia en el apartado 1 del art. 13 de la Directiva 95/46/CE. Para ello, los Estados miembros podrán adoptar, entre otras, medidas legislativas en virtud de las cuales los datos se conserven durante un plazo limitado justificado por los motivos establecidos en el presente apartado. Todas las medidas contempladas en el presente apartado deberán ser conformes con los principios generales del Derecho comunitario, incluidos los mencionados en los apartados 1 y 2 del art. 6 del Tratado de la Unión Europea. 

	
2. Las disposiciones del capítulo III sobre recursos judiciales, responsabilidad y sanciones de la Directiva 95/46/CE se aplicarán a las disposiciones nacionales adoptadas con arreglo a la presente Directiva y a los derechos individuales derivados de la misma. 

	
3. El Grupo de protección de las personas en lo que respecta al tratamiento de datos personales, creado por el art. 29 de la Directiva 95/46/CE, ejercerá también las funciones especificadas en el art. 30 de dicha Directiva por lo que se refiere a los asuntos objeto de la presente Directiva, a saber, la protección de los derechos y las libertades fundamentales y de los intereses legítimos en el sector de las comunicaciones electrónicas. 



Artículo 16. Disposiciones transitorias.


	
1. El art. 12 no se aplicará a las ediciones de guías ya producidas o puestas en el mercado en forma impresa o electrónica no conectada antes de que entren en vigor las disposiciones nacionales adoptadas en virtud de la presente Directiva. 

	
2. Cuando los datos personales de los abonados a la telefonía vocal pública de tipo fijo o móvil se hayan incluido en una guía de abonados pública de conformidad con las disposiciones de la Directiva 95/46/CE y del art. 11 de la Directiva 97/66/CE antes de que las disposiciones nacionales adoptadas en cumplimiento de la presente Directiva entren en vigor, los datos personales de dichos abonados podrán seguir incluidos en dicha guía pública, en su versión impresa o electrónica, incluidas las versiones con funciones de búsqueda retrospectiva, a menos que los abonados indiquen lo contrario tras haber recibido información completa sobre los fines y opciones con arreglo al art. 12 de la presente Directiva. 



Artículo 17. Incorporación al Derecho nacional.


	
1. Los Estados miembros pondrán en vigor antes del 31 de octubre de 2003 las disposiciones necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva. Informarán inmediatamente de ello a la Comisión. Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, estas harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia. 



	
2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva, así como cualquier modificación ulterior de las mismas. 



Artículo 18. Revisión.

La Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo, a más tardar tres años después de la fecha contemplada en el apartado 1 del art. 17, un informe sobre la aplicación de la presente Directiva y su impacto en los operadores económicos y los consumidores, con especial atención a las disposiciones sobre comunicaciones no solicitadas y teniendo en cuenta la situación internacional. Para ello, la Comisión podrá recabar información de los Estados miembros, quienes deberán facilitarla sin retrasos indebidos. Cuando proceda, la Comisión presentará propuestas para modificar la presente Directiva teniendo en cuenta los resultados del informe mencionado, los cambios que hayan podido tener lugar en el sector y cualquier otra propuesta que juzgue necesaria para mejorar la eficacia de la presente Directiva.

Artículo 19. Derogación.

Se deroga la Directiva 97/66/CE con efecto a partir de la fecha contemplada en el apartado 1 del art. 17.

Las referencias a la Directiva derogada se entenderán hechas a la presente Directiva.

Artículo 20. Entrada en vigor.

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de las

Comunidades Europeas.

Artículo 21. Destinatarios.

Los destinatarios de la presente Directiva serán los Estados miembros.

Hecho en Bruselas, el 12 de julio de 2002.

Por el Parlamento Europeo

El Presidente

P. Cox

Por el Consejo

El Presidente

T. Pedersen

(...)

(8) DO L 108 de 24 de abril de 2002, pág. 33.

(9) DO L 204 de 21 de julio de 1998, pág. 37; Directiva modificada por la Directiva 98/48/CE (DO L 217 de 5 de agosto de 1998, pág. 18).

(10) DO L 36 de 7 de febrero de 1987, pág. 31; Decisión cuya última modificación la constituye el Acta de adhesión de 1994.

Di 97/67/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a las normas comunes para el desarrollo del mercado interior de los servicios postales de la Comunidad y la mejora de la calidad del servicio  (1) .

Objetivo y ámbito de aplicación

Artículo 1. La presente Directiva establece normas comunes relativas a:


	
- las condiciones aplicables a la prestación de servicios postales, 

	
- la prestación de un servicio postal universal en el interior de la Comunidad, 

	
- la financiación de los servicios universales en condiciones que garanticen su prestación continuada, 

	
- los principios de tarificación y de transparencia contable para la prestación del servicio universal, 

	
- la determinación de normas de calidad para la prestación del servicio universal y la instauración de un sistema que garantice el cumplimiento de esas normas, 

	
- la armonización de las normas técnicas, 

	
- la creación de autoridades nacionales de reglamentación independientes. 



Artículo 2. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:


	
1) «servicios postales»: los servicios consistentes en la recogida, la clasificación, el transporte y la distribución de los envíos postales; 1 bis) «proveedor de servicios postales»: la empresa que presta uno o varios servicios postales; 



	
2) «red postal»: el conjunto de la organización y de los medios de todo orden que, empleados por el o los proveedores del servicio universal, permiten, en particular: 
	
- la recogida de los envíos postales amparados por una obligación de servicio universal en los puntos de acceso en todo el territorio, 

	
- la expedición y el tratamiento de estos envíos desde el punto de acceso a la red postal hasta el centro de distribución, 

	
- la distribución a las direcciones indicadas en los envíos; 





	
3) «puntos de acceso»: las instalaciones físicas, incluidos en especial los buzones a disposición del público tanto en la vía pública como en los locales del proveedor o proveedores del servicio postal, donde los remitentes pueden depositar envíos postales en la red postal; 

	
4) «recogida»: la operación consistente en retirar los envíos postales por un proveedor de servicio postal; 

	
5) «distribución»: el proceso que abarca desde la clasificación en el centro encargado de organizar la distribución hasta la entrega a los destinatarios de los envíos postales; 

	
6) «envío postal»: el envío con destinatario presentado en la forma definitiva en que deba ser transportado por el proveedor del servicio postal. Aparte de los envíos de correspondencia, incluye, por ejemplo, los libros, catálogos, diarios de prensa y publicaciones periódicas y los paquetes postales que contengan mercancías con o sin valor comercial; 

	
7) «envío de correspondencia»: la comunicación materializada en forma escrita sobre un soporte físico de cualquier naturaleza, que se transportará y entregará en la dirección indicada por el remitente sobre el propio envío o sobre su envoltorio. Los libros, catálogos, diarios y publicaciones periódicas no tendrán la consideración de envíos de correspondencia; 9) «envío certificado»: el servicio consistente en una garantía fija contra los riesgos de pérdida, robo o deterioro, y en la facilitación al remitente, en su caso a petición de éste, de una prueba del depósito del envío postal y/o de su entrega al destinatario; 

10) «envío con valor declarado»: el servicio consistente en asegurar el envío postal por el valor declarado por el remitente, en caso de pérdida, robo o deterioro; 

11) «correo transfronterizo»: correo con origen o destino en otro Estado miembro o un país tercero; 

13) «proveedor de servicio universal»: el proveedor público o privado de servicios postales que presta un servicio postal universal o partes del mismo dentro de un Estado miembro, y cuya identidad ha sido notificada a la Comisión de conformidad con el artículo 4; 

14) «autorización»: cualquier permiso que establezca derechos y obligaciones específicos para el sector postal y permita a las empresas prestar servicios postales y, cuando proceda, crear y/o explotar sus redes para la prestación de dichos servicios, en las formas de autorización general o licencia individual, que se definen a continuación: 


	
- «autorización general»: una autorización que no exija al proveedor de servicios postales de que se trate una decisión explícita de la autoridad nacional de reglamentación antes de ejercer los derechos derivados de la autorización, con independencia de que esté regulada por una licencia de categoría o por el Derecho general o que la normativa que la regule exija trámites de registro o declaración, 

	
- «licencia individual»: una autorización que concede una autoridad nacional de reglamentación y que otorga a un proveedor de servicios postales derechos específicos, o que somete las operaciones de dicha empresa a unas obligaciones específicas que completen la autorización general si procede, cuando el proveedor de servicios postales no tenga derecho a ejercer los derechos de que se trate hasta que haya recibido la decisión de la autoridad nacional de reglamentación; 







15) «gastos terminales»: la remuneración de los proveedores del servicio universal por la distribución del correo transfronterizo de llegada constituido por los envíos postales procedentes de otro Estado miembro o de un país tercero;

16) «remitente»: la persona física o jurídica de quien proceden los envíos postales;

17) «usuario»: toda persona física o jurídica beneficiaria de la prestación de un servicio postal como remitente o como destinatario;

18) «autoridad nacional de reglamentación»: en cada Estado miembro, el organismo o los que el Estado miembro confía, entre otras, las funciones reglamentarias derivadas de la presente Directiva;

19) «requisitos esenciales»: los motivos de interés general y de carácter no económico que puedan inducir a un Estado miembro a imponer condiciones relativas a la prestación de servicios postales. Estos motivos son la inviolabilidad de la correspondencia, la seguridad del funcionamiento de la red en materia de transporte de sustancias peligrosas, el respeto de las estipulaciones de los regímenes de empleo y seguridad social establecidas mediante ley, reglamento o decisión administrativa o convenio colectivo negociado entre los interlocutores sociales nacionales con arreglo al Derecho nacional y comunitario y, en los casos en que esté justificado, la protección de los datos, la protección del medio ambiente y la ordenación territorial. La protección de los datos podrá abarcar la protección de los datos personales, la confidencialidad de la información transmitida o almacenada y la protección de la intimidad;

20) «servicios prestados según tarifa por unidad»: servicios postales cuyo precio figure en las condiciones generales del proveedor o proveedores de servicio universal aplicables a los envíos postales individuales.

CAPÍTULO 2

Servicio universal

Artículo 3.


	
1. Los Estados miembros garantizarán a los usuarios el derecho a un servicio universal que corresponda a una oferta de servicios postales de calidad determinada prestados de forma permanente en todos los puntos del territorio a precios asequibles a todos los usuarios. 

	
2. Para ello, los Estados miembros velarán por que la densidad de los puntos de contacto y de los puntos de acceso tenga en cuenta las necesidades de los usuarios. 

	
3. Los Estados miembros adoptarán medidas para asegurar que el servicio universal quede garantizado al menos cinco días laborales por semana, excepto en circunstancias o condiciones geográficas excepcionales, y para que incluya, como mínimo: 
	
- una recogida, 

	
- una entrega al domicilio de cada persona física o jurídica o, como excepción, en condiciones que quedarán a juicio de la autoridad nacional de reglamentación, una entrega en instalaciones apropiadas. Cualquier excepción o autorización de inaplicación reconocida por una autoridad nacional de reglamentación de conformidad con el presente apartado deberá comunicarse a la Comisión y a las autoridades nacionales de reglamentación. 







	
4. Cada Estado miembro adoptará las medidas necesarias para que el servicio universal incluya por lo menos las siguientes prestaciones: 
	
- la recogida, clasificación, transporte y distribución de los envíos postales de hasta 2 kg; 

	
- la recogida, clasificación, transporte y distribución de los paquetes postales de hasta 10 kg; 

	
- los servicios de envíos certificados y envíos con valor declarado. 





	
5. Las autoridades nacionales de reglamentación podrán aumentar el límite de peso de la cobertura del servicio universal para los paquetes postales hasta un peso que no supere los 20 kg y fijar regímenes especiales para la entrega a domicilio de tales paquetes postales. Sin perjuicio del límite de peso de la cobertura del servicio universal para los paquetes postales establecido por un determinado Estado miembro, los Estados miembros garantizarán que los paquetes postales recibidos desde otros Estados miembros y que pesen hasta 20 kg se distribuyan en su territorio. 



	
6. Las dimensiones mínimas y máximas de los envíos postales considerados serán las establecidas en las disposiciones pertinentes adoptadas por la Unión Postal Universal. 

	
7. El servicio universal definido en el presente artículo incluye tanto los servicios nacionales como los transfronterizos. 



Artículo 4.


	
1. Los Estados miembros se asegurarán de que esté garantizada la prestación del servicio universal y notificarán a la Comisión las medidas que hayan tomado para cumplir con dicha obligación. El Comité mencionado en el artículo 21 será informado de las medidas adoptadas por los Estados miembros para garantizar la prestación del servicio universal. 

	
2. Los Estados miembros podrán designar a una o varias empresas como proveedores de servicio universal de modo que quede cubierta la totalidad del territorio nacional. Los Estados miembros podrán designar a diferentes empresas para la prestación de diversos elementos del servicio universal y/o cubrir distintas partes del territorio nacional. Cuando así lo hagan, fijarán, con arreglo al Derecho comunitario, los derechos y obligaciones que se les asignen y los darán a conocer públicamente. En particular, los Estados miembros aprobarán medidas para garantizar que las condiciones de adjudicación del servicio universal se basen en los principios de transparencia, no discriminación y proporcionalidad, de modo que se garantice la continuidad de la prestación del servicio universal, teniendo en cuenta la importante función que desempeña en la cohesión social y territorial. Los Estados miembros deberán notificar a la Comisión la identidad del proveedor o proveedores de servicio universal que designen. La designación de un proveedor de servicio universal deberá estar sujeta a revisión periódica y ser examinada atendiendo a las condiciones y principios que establece el presente artículo. Sin embargo, los Estados miembros deberán garantizar que la duración de la designación ofrezca tiempo suficiente para rentabilizar las inversiones. 





Artículo 5.


	
1. Cada Estado miembro velará por que la prestación del servicio universal responda a los siguientes requisitos: 
	
- ofrezca un servicio que garantice el cumplimiento de los requisitos esenciales; 

	
- ofrezca a los usuarios, en condiciones comparables, un servicio idéntico; 

	
- se efectúe sin discriminación de ningún tipo, especialmente las derivadas de consideraciones políticas, religiosas o ideológicas; 

	
- se efectúe sin interrupción ni suspensión salvo en casos de fuerza mayor; 

	
- evolucione en consonancia con el entorno técnico, económico y social, así como con las necesidades de los usuarios. 





	
2. Las disposiciones del apartado 1 no serán obstáculo para las medidas que los Estados miembros adopten en función de las exigencias que atañen al interés público reconocidas por el Tratado, en particular en los artículos 30 y 46, referidas, entre otras cosas, a la moralidad y la seguridad públicas, incluidas las investigaciones penales, y al orden público. 



Artículo 6.

Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que los usuarios y los proveedores de servicios postales reciban regularmente información suficientemente precisa y actualizada del proveedor o proveedores de servicio universal sobre las características del servicio universal ofrecido, en particular por lo que respecta a las condiciones generales de acceso a los servicios, los precios y el nivel de calidad. Esa información se publicará en la forma adecuada.

Los Estados miembros notificarán a la Comisión el modo en que debe ponerse a disposición la información que ha de hacerse pública según lo dispuesto en el párrafo primero.

CAPÍTULO 3

Financiación de los servicios universales

Artículo 7.


	
1. Los Estados miembros no podrán otorgar o mantener en vigor derechos especiales o exclusivos para el establecimiento y la prestación de servicios postales. Los Estados miembros podrán financiar la prestación del servicio universal conforme a uno o varios de los sistemas previstos en los apartados 2, 3 y 4, o a cualquier otro sistema que resulte compatible con el Tratado. 

	
2. Los Estados miembros podrán garantizar la prestación de los servicios universales sacándolos a licitación con arreglo a las normas y reglamentaciones sobre contratación pública que sean de aplicación, incluidos el procedimiento de diálogo competitivo y el procedimiento negociado con convocatoria de licitación previa o sin ella, según lo establecido en la Directiva 2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales  (2) . 

	
3. Cuando un Estado miembro considere que las obligaciones de servicio universal que establece la presente Directiva comportan un coste neto, calculado teniendo en cuenta el anexo I y representan una carga financiera injusta para el proveedor o los proveedores de servicio universal, podrá crear: 
	
a) un mecanismo para compensar a la empresa o empresas afectadas con fondos públicos, o 

	
b) un mecanismo para repartir el coste neto de las obligaciones de servicio universal entre los proveedores de servicios, los usuarios o ambos. 





	
4. Si el coste neto se reparte de conformidad con el apartado 3, letra b), los Estados miembros podrán constituir un fondo de compensación que podrá ser financiado mediante un canon aplicado a los proveedores del servicio, a los usuarios o a ambos, y que será gestionado a estos efectos por un órgano independiente del beneficiario o beneficiarios. Los Estados miembros podrán supeditar la concesión de autorización a los proveedores del servicio a que se refiere el artículo 9, apartado 2, a la obligación de hacer una aportación financiera al citado fondo o al cumplimiento de obligaciones de servicio universal. Las obligaciones de servicio universal del proveedor o proveedores de servicio universal enunciadas en el artículo 3 podrán financiarse de este modo. 

	
5. Los Estados miembros velarán por la observancia de los principios de transparencia, no discriminación y proporcionalidad al establecer el fondo de compensación y fijar el nivel de las aportaciones financieras a que se refieren los apartados 3 y 4. Las decisiones adoptadas de conformidad con los apartados 3 y 4 se basarán en criterios objetivos, verificables y de público conocimiento. 



Artículo 8.

Las disposiciones del artículo 7 se entienden sin perjuicio del derecho de los Estados miembros de organizar la instalación de buzones en la vía pública, la emisión de sellos de correos y el servicio de correo certificado utilizado en el marco de procedimientos judiciales o administrativos con arreglo a su Derecho interno.

CAPÍTULO 4

Condiciones aplicables a la prestación de servicios postales y al acceso a la red

Artículo 9.


	
1. Por lo que respecta a los servicios no incluidos en el servicio universal, los Estados miembros podrán conceder autorizaciones generales en la medida necesaria para garantizar el cumplimiento de los requisitos esenciales. 

	
2. Por lo que respecta a los servicios incluidos en el servicio universal, los Estados miembros podrán recurrir a procedimientos de autorización, incluidas las licencias individuales, en la medida necesaria para garantizar el cumplimiento de los requisitos esenciales y la prestación del servicio universal. La concesión de autorizaciones podrá: 


	
- supeditarse a obligaciones de servicio universal, 

	
- si procede y se justifica, acarrear la imposición de requisitos de calidad, disponibilidad y eficacia a los servicios pertinentes, 

	
- supeditarse, en su caso, a la obligación de efectuar una aportación financiera a los mecanismos de reparto a que se refiere el artículo 7, si la prestación del servicio universal acarrea un coste neto y representa una carga injusta para el proveedor o los proveedores de servicio universal, designados conforme a lo dispuesto en el artículo 4, 

	
- supeditarse, en su caso, a la obligación de efectuar una aportación financiera para sufragar los costes operativos de las autoridades nacionales de reglamentación a que se refiere el artículo 22, 

	
- supeditarse, en su caso, a la obligación de respetar las condiciones de trabajo establecidas por la legislación nacional o imponer dicha obligación. 







Las obligaciones y requisitos contemplados en el primer guión y en el artículo 3 sólo podrán ser impuestos a los proveedores designados de servicio universal.

Salvo en el caso de las empresas que hayan sido designadas proveedores de servicio universal conforme a lo establecido en el artículo 4, las autorizaciones no podrán:


	
- limitarse en número, 

	
- imponer obligaciones de servicio universal y, al mismo tiempo, la obligación de efectuar aportaciones financieras a un mecanismo de reparto de costes, para los mismos elementos del servicio universal o partes del territorio nacional, 

	
- duplicar condiciones que ya se apliquen a las empresas en virtud de otra legislación nacional no específica al sector, 

	
- imponer condiciones técnicas u operativas distintas de las necesarias para el cumplimiento de lo establecido en la presente Directiva. 3. Los procedimientos, las obligaciones y los requisitos a que se refieren los apartados 1 y 2 deberán ser transparentes, accesibles, no discriminatorios, proporcionados, precisos y claros, se harán públicos de antemano y se basarán en criterios objetivos. Los Estados miembros velarán por que se comuniquen al solicitante las razones para denegar o retirar total o parcialmente una autorización, y establecerán un procedimiento de recurso. 





Artículo 10.


	
1. El Parlamento Europeo y el Consejo, a propuesta de la Comisión y con arreglo al artículo 47, apartado 2, y a los artículos 55 y 95 del Tratado, aprobarán las medidas necesarias para la armonización de los procedimientos a que se refiere el artículo 9 aplicables a la oferta comercial de servicios postales al público. 

	
2. Las medidas de armonización citadas en el apartado 1 se refieren especialmente a los criterios que deberá observar y los procedimientos que deberá seguir el operador postal, a las modalidades de publicación de estos criterios y procedimientos y a los procedimientos de recurso. 



Artículo 11.

El Parlamento Europeo y el Consejo, a propuesta de la Comisión y con arreglo al artículo 47, apartado 2, y a los artículos 55 y 95 del Tratado, aprobarán las medidas de armonización necesarias para garantizar que los usuarios y el proveedor o proveedores de servicios postales tengan acceso a la red postal en condiciones de transparencia y no discriminación.

Artículo 11 bis

Siempre que ello resulte necesario para proteger el interés de los usuarios o favorecer una competencia real, y a la luz de las condiciones nacionales y de la legislación nacional, los Estados miembros garantizarán la existencia de condiciones de acceso transparentes y no discriminatorias a los elementos de la infraestructura postal o los servicios postales ofrecidos en el ámbito del servicio universal, como son el sistema de código postal, la base de datos de direcciones, los apartados de correos, los buzones de distribución, la información sobre cambios de dirección, el servicio de reexpedición o el servicio de devolución al remitente. Esta disposición no obsta para que los Estados miembros puedan adoptar medidas dirigidas a garantizar el acceso a la red postal pública en condiciones de transparencia, proporcionalidad y no discriminación.

(...)

Artículo 22.


	
1. Cada Estado miembro designará una o más autoridades nacionales de reglamentación para el sector postal, jurídicamente distintas y funcionalmente independientes de los operadores postales. Los Estados miembros que mantengan la propiedad o el control de proveedores de servicios postales velarán por que exista una separación estructural efectiva entre la función reguladora y las actividades conexas a la propiedad o al control. Los Estados miembros notificarán a la Comisión las autoridades nacionales de reglamentación que hayan designado para realizar las tareas derivadas de la presente Directiva. Los Estados miembros harán públicas las funciones que competan a las autoridades nacionales de reglamentación por medios de fácil acceso, en particular cuando tales funciones se asignen a más de un órgano. Los Estados miembros velarán por que, siempre que proceda, las citadas autoridades y las autoridades nacionales responsables de aplicar las normas en materia de competencia y de protección de los consumidores se consulten y cooperen en los asuntos de interés común. 



	
2. Las autoridades nacionales de reglamentación tendrán como misión, en especial, garantizar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Directiva, en particular estableciendo procedimientos de supervisión y de regulación dirigidos a garantizar la prestación del servicio universal. Asimismo podrán tener como misión garantizar el cumplimiento de la normativa en materia de competencia en el sector postal. Las autoridades nacionales de reglamentación colaborarán estrechamente en el desempeño de sus funciones y se prestarán ayuda recíproca a efectos de facilitar la aplicación de la presente Directiva en el marco de los organismos existentes pertinentes. 



	
3. Los Estados miembros velarán por que existan a nivel nacional mecanismos eficaces a través de los cuales cualquier usuario o proveedor de servicios postales afectado por una decisión de una autoridad nacional de reglamentación pueda recurrir ante un organismo independiente de las partes implicadas. Hasta que se resuelva dicho recurso, la decisión de las autoridades nacionales de reglamentación seguirá siendo válida, a no ser que el órgano de recurso decida lo contrario. 



CAPITULO 9 BIS

Aportación de información

Artículo 22 bis


	
1. Los Estados miembros velarán por que los proveedores de servicios postales faciliten, en particular a las autoridades nacionales de reglamentación, toda la información necesaria, incluida información financiera e información sobre la prestación del servicio universal, concretamente a los siguientes efectos: 
	
a) con el fin de que las autoridades nacionales de reglamentación se cercioren de la observancia de lo dispuesto en la presente Directiva, o de las decisiones adoptadas al amparo de ésta; 

	
b) con fines estadísticos claramente definidos. 





	
2. Cuando se les solicite, los proveedores de servicios postales facilitarán dicha información con diligencia y, en caso necesario, de forma confidencial, respetando los plazos y el grado de detalle exigidos por la autoridad nacional de reglamentación. La información solicitada por la autoridad nacional de reglamentación deberá ser proporcional a las necesidades del cumplimiento de su misión. La autoridad nacional de reglamentación deberá motivar su petición de información. 

	
3. Los Estados miembros se asegurarán de que las autoridades nacionales de reglamentación faciliten a la Comisión, cuando ésta lo solicite, la información adecuada y pertinente para que pueda llevar a cabo las funciones que le corresponden en virtud de la presente Directiva. 

	
4. Si una autoridad nacional de reglamentación considera confidencial la información, con arreglo a las normas comunitarias e internas en materia de protección de la confidencialidad empresarial, la Comisión y las autoridades nacionales de reglamentación afectadas protegerán la confidencialidad de dicha información. 



CAPÍTULO 10

Disposiciones finales

Artículo 23.

Cada cuatro años, y por vez primera a más tardar el 31 de diciembre de 2013, la Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo un informe sobre la aplicación de la presente Directiva, que incluirá la información pertinente sobre la evolución del sector, en especial en lo concerniente a las tendencias económicas, sociales y laborales y a los aspectos tecnológicos, y sobre la calidad del servicio. El informe irá acompañado, en su caso, de propuestas al Parlamento Europeo y al Consejo.

Artículo 23 bis

La Comisión prestará ayuda a los Estados miembros en la aplicación de la presente Directiva, entre otras cosas en relación con el cálculo del coste neto del servicio universal.

(...)

Artículo 28.

Los destinatarios de la presente Directiva serán los Estados miembros.

F)  Código Procesal Penal francés

Artículo 100.

En materia criminal y en materia correccional, si la pena prevista fuera igual o superior a dos años de prisión, el juez de instrucción podrá, cuando las necesidades de la instrucción lo exijan, ordenar la interceptación, la grabación y la transcripción de la correspondencia emitida a través de las telecomunicaciones. Estas actuaciones se efectuarán bajo su autoridad y su control.

La orden de interceptación será escrita. No tendrá carácter jurisdiccional y no será susceptible de ningún recurso.

Artículo 100.1.º

La decisión adoptada en aplicación del art. 100 deberá comprender todos los elementos de identificación de la comunicación que se intercepte, la infracción que motive el recurso a la interceptación así como la duración de ésta.

Artículo 100.2.º

Esta decisión se adoptará con una duración máxima de cuatro meses. No se podrá renovar más que de acuerdo con las mismas condiciones de forma y de duración.

Artículo 100.3.º

El Juez de Instrucción o el funcionario de policía judicial comisionado por aquel podrán requerir a cualquier agente cualificado de un servicio u organismo que se halle bajo la autoridad o la tutela del Ministro encargado de las telecomunicaciones o a cualquier agente cualificado de una compañía explotadora de la red o suministradora de servicios de telecomunicaciones autorizado para que proceda a la instalación de un dispositivo de interceptación.

Artículo 100.4.º

El Juez de Instrucción o el funcionario de policía judicial comisionado por aquel levantarán un acta de cada una de las actuaciones de interceptación y de grabación. Esta acta hará constar la fecha y la hora a las que comenzaron y terminaron.

Las grabaciones se guardarán bajo precintos cerrados.

Artículo 100.5.º

El Juez de Instrucción o el funcionario de policía judicial comisionado por aquel transcribirán la correspondencia que sea útil para el esclarecimiento de la verdad. De ello se levantará un acta. Esta transcripción se incorporará al sumario.

La correspondencia en lengua extranjera se traducirá al francés con la ayuda de un intérprete requerido con este fin.

Bajo pena de nulidad, no podrá transcribirse la correspondencia con un abogado cuando se refiera al ejercicio del derecho a la defensa.

Artículo 100.6.º

Las grabaciones se destruirán, a instancia del representante del ministerio fiscal o del fiscal jefe, cuando haya expirado el plazo de prescripción de la acción pública.

De la operación de destrucción se levantará un acta.

Artículo 100.7.º

No podrá tener lugar ninguna interceptación de la línea de un Diputado o de un Senador sin que el Presidente de la Asamblea a la cual pertenece sea informado de ello por el Juez de Instrucción.

No podrá tener lugar ninguna interceptación de una línea que dependa del bufete de un abogado o de su domicilio sin que el Decano del Colegio de Abogados sea informado de ello por el Juez de Instrucción.

No podrá tener lugar ninguna interceptación de una línea que dependa del despacho de un Magistrado o de su domicilio sin que el Primer Presidente o el Fiscal Jefe de la jurisdicción donde resida hayan sido informados de ello.

Las formalidades previstas en el presente artículo deberán ser respetadas bajo sanción de nulidad.

2.  Legislación nacional

Incluimos en este apartado un conjunto de disposiciones normativas relacionadas con el secreto de las comunicaciones con una doble finalidad: de un lado, permitir un conocimiento integral de la materia, de otro, facilitar su consulta rápida, sin necesidad de tener que buscarlas en otros textos diferentes de esta monografía.

La forma en que están dispuestas ha sido incluirlas en bloques con la siguiente ordenación: primero constitucional, a continuación penal, luego civil y finalmente administrativo, normas procesales primero y leyes especiales sobre comunicaciones después.

En el apartado constitucional se recoge el art. 18 de la CE que contiene los diversos derechos derivados del más general de la privacidad de cualquier persona, resultando útil apreciar su diferenciación y los términos en que aparecen redactados.

También se incluyen dos normas de gran importancia a nivel político-general: la LO 4/1981 de los estados de alarma, excepción y sitio, en cuyo art. 18 se contempla la suspensión del derecho del art. 18.3 CE y las cautelas previstas para ello; y la Ley Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia, que atribuye en exclusiva a un Magistrado del Tribunal Supremo la autorización para -entre otros derechos- intervenir las comunicaciones, con las condiciones que en la norma se establecen.

En penal, situado tras las normas de orden constitucional en virtud de que es la jurisdicción que más asuntos de esta clase atrae -y cuya preferencia se afirma expresamente en la exposición de motivos de la LO 1/1982 de Protección Civil del Derecho al Honor, Intimidad Personal y Familiar y Propia Imagen-, se incluyen los artículos específicamente conectados con el derecho al secreto de las comunicaciones.

En concreto el Código Penal, que recoge los delitos de intrusión ilegal y revelación de secretos informáticos así como la interceptación por funcionarios de la correspondencia y las telecomunicaciones de ciudadanos.

Y en cuanto a normas de tipo procesal, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el procedimiento establecido para detener la correspondencia e intervenir las comunicaciones. A ello se suman otras normas de gran interés por operar en el ámbito penitenciario donde últimamente se están produciendo intervenciones judiciales bastante cuestionadas. Nos referimos a la Ley General Penitenciaria y al Reglamento Penitenciario que se ocupan, entre otras, de las comunicaciones entre presos y sus letrados.

Las normas civiles seleccionadas han sido, la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 de 7 de enero y la LO 1/1982 de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen.

La Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000 regula cuestiones de prueba aplicables al resto de órdenes jurisdiccionales de modo supletorio conforme a la cláusula general prevista en el art. 4 de la misma y constituye la mejor y más actual regulación de la materia de prueba de que se dispone hasta el momento.

La Ley Orgánica 1/1982 es de gran importancia también, por tratarse de la norma más específica de tutela del derecho al secreto de las comunicaciones y porque contiene una interesantísima regulación sobre diversas cuestiones: definiciones, legitimación para accionar, indemnizaciones, etc.

Y por último, el bloque de normas administrativas donde, junto al procedimiento especial previsto para la protección de los derechos fundamentales de la persona en los arts. 114 a 122 de la Ley 29/1998 de la jurisdicción contencioso-administrativa, incluimos una serie de normas, unas con mayor extensión y otras de forma más breve, con el propósito de contar con las normas especiales en materia de comunicaciones, tanto de las tradicionales postales como de las modernas electrónicas y los problemas específicos que plantean.

Así, y a título de ejemplo, la conservación de los «datos de tráfico» cuyo concepto se recoge en el art. 64 del Reglamento sobre las condiciones para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, el servicio universal y la protección de los usuarios, aprobado por Real Decreto 424/2005, de 15 de abril, y que se define como: «cualquier dato tratado a efectos de la conducción de una comunicación a través de una red de comunicaciones electrónicas o a efectos de su facturación».

A)  Normas constitucionales

a) Constitución Española

Artículo 18.


	
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

	
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en el sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

	
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 

	
4. La Ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 



b) Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, sobre los estados de alarma, excepción y sitio

Artículo 18. 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, tres, de la Constitución, la Autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase de comunicaciones, incluidas las postales, telegráficas y telefónicas. Dicha intervención solo podrá ser realizada si ello resulta necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o el mantenimiento del orden público.

Dos. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al Juez competente.

c) Ley Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia

Artículo único. Control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia.


	
1. El Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia deberá solicitar al Magistrado del Tribunal Supremo competente, conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, autorización para la adopción de medidas que afecten a la inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones, siempre que tales medidas resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al Centro. 

	
2. La solicitud de autorización se formulará mediante escrito que contendrá los siguientes extremos: 
	
a) Especificación de las medidas que se solicitan. 

	
b) Hechos en que se apoya la solicitud, fines que la motivan y razones que aconsejan la adopción de las medidas solicitadas. 

	
c) Identificación de la persona o personas afectadas por las medidas, si fueren conocidas, y designación del lugar donde hayan de practicarse. 

	
d) Duración de las medidas solicitadas, que no podrá exceder de veinticuatro horas en el caso de afección a la inviolabilidad del domicilio y tres meses para la intervención o interceptación de las comunicaciones postales, telegráficas, telefónicas o de cualquier otra índole, ambos plazos prorrogables por sucesivos períodos iguales en caso de necesidad. 





	
3. El Magistrado acordará, mediante resolución motivada en el plazo improrrogable de setenta y dos horas, la concesión o no de la autorización solicitada. Dicho plazo se reducirá a veinticuatro horas por motivos de urgencia debidamente justificados en la solicitud de autorización del Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia que, en todo caso, contendrá los extremos especificados en el apartado anterior de este artículo. El Magistrado dispondrá lo procedente para salvaguardar la reserva de sus actuaciones, que tendrán la clasificación de secreto. 



	
4. El Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia ordenará la inmediata destrucción del material relativo a todas aquellas informaciones que, obtenidas mediante la autorización prevista en este artículo, no guarden relación con el objeto o fines de la misma. 3. Se modifica el art. 135 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, que tendrá la siguiente redacción: 





Artículo 135.

Corresponderá a la Comisión de calificación informar, en todo caso, sobre los nombramientos de la competencia del Pleno, excepto el nombramiento del Magistrado del Tribunal Supremo previsto en el art. 127.4) de esta Ley.

4. Se añade un nuevo art. 342 bis a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, que tendrá la siguiente redacción:

Artículo 342 bis.

El Magistrado del Tribunal Supremo competente para conocer de la autorización de las actividades del Centro Nacional de Inteligencia que afecten a los derechos fundamentales reconocidos en el art. 18.2 y 3 de la Constitución se nombrará por un período de cinco años, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, entre Magistrados de dicho Tribunal que cuenten con tres años de servicios en la categoría.

B)  Normas penales

d) Código Penal

Artículo 197


	
1. El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro sin su consentimiento se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos personales, o intercepte sus telecomunicaciones o utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación, será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses. 

	
2. Las mismas penas se impondrán al que sin estar autorizado se apodere, utilice o modifique, en perjuicio de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro tipo de archivo o registro público o privado. Iguales penas se impondrán a quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o utilice en perjuicio del titular de los datos o de un tercero. 

	
3. El que por cualquier medio o procedimiento, y vulnerando las medidas de seguridad establecidas para impedirlo, acceda sin autorización a datos o programas informáticos contenidos en un sistema informático o en parte del mismo, o se mantenga dentro del mismo en contra de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo, será castigado con pena de prisión de seis meses a dos años. Cuando de acuerdo con lo establecido en el art. 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. Atendidas las reglas establecidas en el art. 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del art. 33. 



	
4. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o ceden a terceros los datos o hechos descubiertos o las imágenes captadas a que se refieren los números anteriores. Será castigado con las penas de prisión de uno a tres años y multa de doce a veinticuatro meses el que, con conocimiento de su origen ilícito y sin haber tomado parte en su descubrimiento, realizare la conducta descrita en el párrafo anterior. 

	
5. Si los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo se realizan por las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, archivos o registros, se impondrá la pena de prisión de tres a cinco años, y si se difunden, ceden o revelan los datos reservados, se impondrá la pena en su mitad superior. 

	
6. Igualmente, cuando los hechos descritos en los apartados anteriores afecten a datos de carácter personal que revelen la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o vida sexual, o la víctima fuere un menor de edad o un incapaz, se impondrán las penas previstas en su mitad superior. 

	
7. Si los hechos se realizan con fines lucrativos, se impondrán las penas respectivamente previstas en los apartados 1 al 4 de este artículo en su mitad superior. Si además afectan a datos de los mencionados en el apartado 5, la pena a imponer será la de prisión de cuatro a siete años. 

	
8. Si los hechos descritos en los apartados anteriores se cometiesen en el seno de una organización o grupo criminales, se aplicarán respectivamente las penas superiores en grado. 



Artículo 198.

La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos permitidos por la Ley, sin mediar causa legal por delito y prevaliéndose de su cargo, realizare cualquiera de las conductas descritas en el artículo anterior, será castigado con las penas respectivamente previstas en el mismo, en su mitad superior y, además, con la de inhabilitación absoluta por tiempo de seis a doce años.

Artículo 199.


	
1. El que revelare secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por razón de su oficio o sus relaciones laborales, será castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses. 

	
2. El profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva, divulgue los secretos de otra persona, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para dicha profesión por tiempo de dos a seis años. 



Artículo 535.

La autoridad o funcionario público que, mediando causa por delito, interceptare cualquier clase de correspondencia privada, postal o telegráfica, con violación de las garantías constitucionales o legales, incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años.

Si divulgara o revelara la información obtenida, se impondrá la pena de inhabilitación especial, en su mitad superior, y, además, la de multa de seis a dieciocho meses.

Artículo 536.

La autoridad, funcionario público o agente de estos que, mediando causa por delito, interceptare las telecomunicaciones o utilizare artificios técnicos de escuchas, transmisión, grabación o reproducción del sonido, de la imagen o de cualquier otra señal de comunicación, con violación de las garantías constitucionales o legales, incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años.

Si divulgare o revelare la información obtenida se impondrán las penas de inhabilitación especial, en su mitad superior y, además, la de multa de seis a dieciocho meses.

e) Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria

Artículo 51.


	
1. Los internos autorizados para comunicar periódicamente, de forma oral y escrita, en su propia lengua, con sus familiares, amigos y representantes acreditados de organismos e instituciones de cooperación penitenciaria, salvo en los casos de incomunicación judicial. Estas comunicaciones se celebrarán de manera que se respete al máximo la intimidad y no tendrán más restricciones, en cuanto a las personas y al modo, que las impuestas por razones de seguridad, de interés de tratamiento y del buen orden del establecimiento. 



	
2. Las comunicaciones de los internos con el abogado defensor o con el abogado expresamente llamado en relación con asuntos penales y con los procuradores que lo representen, se celebrarán en departamentos apropiados y no podrán ser suspendidas o intervenidas salvo por orden de la autoridad judicial y en los supuestos de terrorismo. 

	
3. En los mismos departamentos podrán ser autorizados los internos a comunicar con profesionales acreditados en lo relacionado con su actividad, con los asistentes sociales y con sacerdotes o ministros de su religión, cuya presencia haya sido reclamada previamente. Estas comunicaciones podrán ser intervenidas en la forma que se establezca reglamentariamente. 

	
4. Las comunicaciones previstas en este artículo podrán efectuarse telefónicamente en los casos y con las garantías que se determinen en el Reglamento. 

	
5. Las comunicaciones orales y escritas previstas en este artículo podrán ser suspendidas o intervenidas motivadamente por el Director del establecimiento, dando cuenta a la autoridad judicial competente. 



f) Ley de Enjuiciamiento Criminal

Artículo 579.


	
1. Podrá el Juez acordar la detención de la correspondencia privada, postal y telegráfica que el procesado remitiere o recibiere y su apertura y examen si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa. 

	
2. Asimismo, el Juez podrá acordar, en resolución motivada, la intervención de las comunicaciones telefónicas del procesado si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa. 

	
3. De igual forma, el Juez podrá acordar, en resolución motivada, por un plazo de hasta tres meses, prorrogable por iguales períodos, la observación de las comunicaciones postales, telegráficas o telefónicas de las personas sobre las que existan indicios de responsabilidad criminal, así como de las comunicaciones de las que se sirvan para la realización de sus fines delictivos. 

	
4. En caso de urgencia, cuando las investigaciones se realicen para la averiguación de delitos relacionados con la actuación de bandas armadas, elementos terroristas o rebeldes, la medida prevista en el número 3 de este artículo podrá ordenarla el Ministro del Interior o, en su defecto, el Director de la Seguridad del Estado, comunicándolo inmediatamente por escrito motivado al Juez competente quien, también de forma motivada, revocará o confirmará tal resolución en un plazo máximo de setenta y dos horas desde que fue ordenada la observación. 



Artículo 580.

Es aplicable a la detención de la correspondencia lo dispuesto en los arts. 563 y 564.

Podrá también encomendarse la práctica de esta operación al Administrador de Correos y Telégrafos o Jefe de la Oficina en que la correspondencia deba hallarse.

Artículo 581.

El empleado que haga la detención remitirá inmediatamente la correspondencia detenida al Juez instructor de la causa.

Artículo 582.

Podrá asimismo el Juez ordenar que por cualquiera Administración de Telégrafos se le faciliten copias de los telegramas por ella transmitidos, si pudieran contribuir al esclarecimiento de los hechos de la causa.

Artículo 583.

El auto motivado acordando la detención y registro de la correspondencia o la entrega de copias de telegramas transmitidos determinará correspondencia que haya de ser detenida o registrada, o los telegramas cuyas copias hayan de ser entregadas, por medio de la designación de las personas a cuyo nombre se hubieren expedido, o por otras circunstancias igualmente concretas.

Artículo 584.

Para la apertura y registro de la correspondencia postal será citado el interesado.

Este o la persona que designe podrá presenciar la operación.

Artículo 585.

Si el procesado estuviere en rebeldía, o si citado para la apertura no quisiese presenciarla ni nombrar persona para que lo haga en su nombre, el Juez instructor procederá, sin embargo, a la apertura de dicha correspondencia.

Artículo 586.

La operación se practicará abriendo el Juez por sí mismo la correspondencia y después de leerla para sí apartará la que haga referencia los hechos de la causa y cuya conservación considere necesaria.

Los sobres y hojas de esta correspondencia, después de haber tomado el mismo Juez las notas necesarias para la práctica de otras diligencias de investigación a que la correspondencia diere motivo, se rubricarán por el Secretario judicial y se sellarán con el sello del Juzgado, encerrándolo todo después en otro sobre al que se pondrá el rótulo necesario, conservándose durante el sumario, también bajo responsabilidad del Secretario judicial.

Este pliego podrá abrirse cuantas veces el Juez lo considere preciso, citando previamente al interesado.

Artículo 587.

La correspondencia que no se relacione con la causa será entregada en el acto al procesado o a su representante.

Si aquel estuviere en rebeldía, se entregará cerrada a un individuo de su familia, mayor de edad.

Si no fuere conocido ningún pariente del procesado, se conservará dicho pliego cerrado bajo la responsabilidad del Secretario judicial hasta que haya persona a quien entregarlo, según lo dispuesto en este artículo.

Artículo 588.

La apertura de la correspondencia se hará constar por diligencia, en la que se referirá cuanto en aquella hubiese ocurrido.

Esta diligencia será firmada por el Juez instructor, el Secretario y demás asistentes.

g) Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero

Artículo 47. Comunicaciones telefónicas.


	
1. Podrá autorizarse la comunicación telefónica de los internos en los siguientes casos: 
	
a) Cuando los familiares residan en localidades alejadas o no puedan desplazarse para visitar al interno. 

	
b) Cuando el interno haya de comunicar algún asunto importante a sus familiares, al Abogado defensor o a otras personas. 





	
2. El interno que, concurriendo los requisitos del apartado anterior, desee comunicar telefónicamente con otra persona, lo solicitará al Director del establecimiento. 

	
3. El Director, previa comprobación de los mencionados requisitos, autorizará, en su caso, la comunicación y señalará la hora en que deba celebrarse. 

	
4. Las comunicaciones telefónicas, que siempre que las circunstancias del establecimiento lo permitan se efectuarán con una frecuencia máxima de cinco llamadas por semana, se celebrarán en presencia de un funcionario y no tendrán una duración superior a cinco minutos. El importe de la llamada será satisfecho por el interno, salvo cuando se trate de la comunicación prevista en el art. 41.3 de este Reglamento. 

	
5. Salvo casos excepcionales, libremente apreciados por el Director del establecimiento, no se permitirán llamadas desde el exterior a los internos. 

	
6. Las comunicaciones telefónicas entre internos de distintos establecimientos podrán ser intervenidas mediante resolución motivada del Director en la forma y con los efectos previstos en la norma 7 del art. 46. 



Artículo 48.


	
1. Las comunicaciones de los internos con sus Abogados defensores y con los Procuradores que los representen se celebrarán de acuerdo con las siguientes reglas: 
	
a) Se identificará al comunicante mediante la presentación del documento oficial que le acredite como Abogado o Procurador en ejercicio. 

	
b) El comunicante habrá de presentar además un volante de su respectivo Colegio, en el que conste expresamente su condición de defensor o de representante del interno en las causas que se siguieran contra el mismo o como consecuencia de las cuales estuviera cumpliendo condena. En los supuestos de terrorismo o de internos pertenecientes a bandas o grupos armados, el volante deberá ser expedido por la autoridad judicial que conozca de las correspondientes causas, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

	
c) Estas comunicaciones se registrarán por orden cronológico en el libro correspondiente, consignándose el nombre y apellidos de los comunicantes del interno, el número de la causa y el tiempo de duración de la visita y se celebrarán en locutorios especiales, en los que quede asegurado que el control del funcionario encargado del servicio sea solamente visual. 





	
2. En las mismas condiciones señaladas en el apartado anterior, se autorizará la comunicación de los Abogados y Procuradores cuando, antes de personarse en la causa como defensores o representantes, hayan sido llamados expresamente por los internos a través de la Dirección del establecimiento o por los familiares de aquellos, debiendo acreditarse dicho extremo mediante la presentación del volante del Colegio en el que conste tal circunstancia. 

	
3. Las comunicaciones de los internos con el Abogado defensor o con el Abogado expresamente llamado en relación con asuntos penales, así como con los Procuradores que los representen, no podrán ser suspendidas o intervenidas en ningún caso por decisión administrativa. La suspensión o la intervención de estas comunicaciones solo podrá realizarse previa orden expresa de la autoridad judicial. 

	
4. Las comunicaciones con otros Letrados que no sean los mencionados en los apartados anteriores, cuya visita haya sido requerida por el interno, se celebrarán en los mismos locutorios especiales y se ajustarán a las normas generales del art. 41. En el caso de que dichos letrados presenten autorización de la autoridad judicial correspondiente si el interno fuera un preventivo o del Juez de Vigilancia si se tratase de un penado, la comunicación se concederá en las condiciones prescritas en los anteriores apartados de este artículo. 



C)  Normas civiles

h) Ley de Enjuiciamiento Civil

Artículo 287. Ilicitud de la prueba.


	
1. Cuando alguna de las partes entendiera que en la obtención u origen de alguna prueba admitida se han vulnerado derechos fundamentales habrá de alegarlo de inmediato, con traslado, en su caso, a las demás partes. Sobre esta cuestión, que también podrá ser suscitada de oficio por el tribunal, se resolverá en el acto del juicio o, si se tratase de juicios verbales, al comienzo de la vista, antes de que dé comienzo la práctica de la prueba. A tal efecto se oirá a las partes y, en su caso, se practicarán las pruebas pertinentes y útiles que se propongan en el acto sobre el concreto extremo de la referida ilicitud. 



	
2. Contra la resolución a que se refiere el apartado anterior solo cabrá recurso de reposición, que se interpondrá, sustanciará y resolverá en el mismo acto del juicio o vista, quedando a salvo el derecho de las partes a reproducir la impugnación de la prueba ilícita en la apelación contra la sentencia definitiva. 



Artículo 299. Medios de prueba.

2. También se admitirán, conforme a lo dispuesto en esta Ley, los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso.

Artículo 300. Orden de práctica de los medios de prueba.

5. Reproducción ante el tribunal de palabras, imágenes y sonidos captados mediante instrumentos de filmación, grabación y otros semejantes.

Artículo 433. Desarrollo del acto del juicio.

1. El juicio comenzará practicándose, conforme a lo dispuesto en los arts. 299 y siguientes, las pruebas admitidas, pero si se hubiera suscitado o se suscitare la vulneración de derechos fundamentales en la obtención u origen de alguna prueba, se resolverá primero sobre esta cuestión.

Asimismo, con carácter previo a la práctica de las pruebas, si se hubiesen alegado o se alegaren hechos acaecidos o conocidos con posterioridad a la audiencia previa, se procederá a oír a las partes y a la proposición y admisión de pruebas previstas en el art. 286.

i) Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen.

Conforme al artículo dieciocho, uno, de la Constitución, los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen tienen el rango de fundamentales, y hasta tal punto aparecen realzados en el texto constitucional que el artículo veinte, cuatro, dispone que el respeto de tales derechos constituya un límite al ejercicio de las libertades de expresión que el propio precepto reconoce y protege con el mismo carácter de fundamentales.

El desarrollo mediante la correspondiente Ley Orgánica, a tenor del artículo ochenta y uno, uno, de la Constitución, del principio general de garantía de tales derechos contenidos en el citado artículo dieciocho, uno, de la misma constituye la finalidad de la presente Ley.

Establece el artículo primero de la misma la protección civil de los derechos fundamentales al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen frente a todo género de injerencia o intromisiones ilegítimas. Pero no puede ignorar que algunos de esos derechos gozan o previsiblemente gozarán de una protección penal.

Así ocurre con el derecho al honor, amparado por las prescripciones contenidas en el libro II, título X, del vigente Código Penal, y con determinados aspectos del derecho a la intimidad personal y familiar que son objeto de una protección de esa naturaleza en el proyecto de nuevo Código Penal recientemente aprobado por el Consejo de Ministros.

Por ello, en los casos que exista la protección penal tendrá esta preferente aplicación, por ser sin duda la de más fuerte efectividad, si bien la responsabilidad civil derivada del delito se deberá fijar de acuerdo con los criterios que esta Ley establece.

Los derechos garantizados por la ley han sido encuadrados por la doctrina jurídica más autorizada entre los derechos de la personalidad, calificación de la que obviamente se desprende el carácter de irrenunciable irrenunciabilidad referida con carácter genérico a la protección civil que la ley establece.

En el artículo segundo se regula el ámbito de protección de los derechos a que se refiere. Además de la delimitación que pueda resultar de las leyes, se estima razonable admitir que en lo no previsto por ellas la esfera del honor, de la intimidad personal y familiar y del uso de la imagen esté determinada de manera decisiva por las ideas que prevalezcan en cada momento en la sociedad y por el propio concepto que cada persona según sus actos propios mantenga al respecto y determine sus pautas de comportamiento. De esta forma la cuestión se resuelve en la ley en términos que permiten al juzgador la prudente determinación de la esfera de protección en función de datos variables según los tiempos y las personas.

Los derechos protegidos en la ley no pueden considerarse absolutamente ilimitados.

En primer lugar, los imperativos del interés público pueden hacer que por ley se autoricen expresamente determinadas entradas en el ámbito de la intimidad, que no podrán ser reputadas legítimas. De otro lado, tampoco tendrán este carácter las consentidas por el propio interesado, posibilidad esta que no se opone a la irrenunciabilidad abstracta de dichos derechos pues ese consentimiento no implica la absoluta abdicación de los mismos sino tan solo el parcial desprendimiento de alguna de las facultades que los integran. Ahora bien, la Ley exige que el consentimiento sea expreso y, dada la índole particular de estos derechos, permite que pueda ser revocado en cualquier momento, aunque con indemnización de los perjuicios que de la revocación se siguieren al destinatario del mismo. El otorgamiento del consentimiento cuando se trate de menores o incapacitados es objeto de las prescripciones contenidas en el artículo tercero.

En los artículos cuarto al sexto de la Ley se contempla el supuesto de fallecimiento del titular del derecho lesionado. Las consecuencias del mismo en orden a la protección de estos derechos se determinan según el momento en que la lesión se produjo.

Aunque la muerte del sujeto de derecho extingue los derechos de la personalidad, la memoria de aquel constituye una prolongación de esta última que debe también ser tutelada por el Derecho, por ello, se atribuye la protección en el caso de que la lesión se hubiera producido después del fallecimiento de una persona a quien esta hubiera designado en su testamento, en defecto de ella a los parientes supervivientes y, en último término, al Ministerio Fiscal con una limitación temporal que se ha estimado prudente. En el caso de que la lesión tenga lugar antes del fallecimiento sin que el titular del derecho lesionado ejerciera las acciones reconocidas en la Ley, solo subsistirán estas si no hubieran podido ser ejercitadas por aquel o por su representante legal, pues si pudieron ser ejercitadas y no se hizo existe una fundada presunción de que los actos que objetivamente pudieran constituir lesiones no merecieron esa consideración a los ojos del perjudicado o su representante legal. En cambio, la acción ya entablada sí será transmisible porque en este caso existe una expectativa de derecho a la indemnización.

La definición de las intromisiones o injerencias ilegítimas en el ámbito protegido se lleva a cabo en los artículos séptimo y octavo de la ley. El primero de ellos recoge en términos de razonable amplitud diversos supuestos de intromisión o injerencia que pueden darse en la vida real y coinciden con los previstos en las legislaciones protectoras existentes en otros países de desarrollo social y tecnológico igual o superior al nuestro. No obstante, existen casos en que tales injerencias o intromisiones no pueden considerarse ilegítimas en virtud de razones de interés público que imponen una limitación de los derechos individuales, como son los indicados en el artículo octavo de la Ley.

Por último, la Ley fija en su artículo noveno, de acuerdo con lo prevenido en el artículo cincuenta y tres, dos, de la Constitución, el cauce legal para la defensa frente a las injerencias o intromisiones ilegítimas, así como las pretensiones que podrá deducir el perjudicado. En lo que respecta a la indemnización de perjuicios, se presume que estos existen en todo caso de injerencias o intromisiones acreditadas, y comprenderán no solo la de los perjuicios materiales, sino también la de los morales, de especial relevancia en este tipo de actos ilícitos. En tanto no sea regulado el amparo judicial, se considera de aplicación al efecto la Ley de Protección Jurisdiccional de los derechos de la persona de veintiséis de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, a cuyo ámbito de protección han quedado incorporados los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen por la disposición transitoria segunda, dos, de la Ley Orgánica dos/mil novecientos setenta y nueve, de tres de octubre, del Tribunal Constitucional.

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo primero.


	
1. El derecho fundamental al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, garantizado en el artículo dieciocho de la Constitución, será protegido civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley Orgánica. 

	
2. Cuando la intromisión sea constitutiva de delito, se estará a lo dispuesto en el Código Penal. No obstante, serán aplicables los criterios de esta Ley para la determinación de la responsabilidad civil derivada de delito. 

	
3. El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen es irrenunciable, inalienable e imprescriptible. La renuncia a la protección prevista en esta Ley será nula, sin perjuicio de los supuestos de autorización o consentimiento a que se refiere el artículo segundo de esta Ley. 



Artículo segundo.


	
1. La protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen quedará delimitada por las leyes y por los usos sociales atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, mantenga cada persona reservado para sí misma o su familia. 

	
2. No se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere expresamente autorizada por Ley o cuando el titular del derecho hubiese otorgado al efecto su consentimiento expreso. 

	
3. El consentimiento a que se refiere el párrafo anterior será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse en su caso los daños y perjuicios causados, incluyendo en ellos las expectativas justificadas. 



Artículo tercero.


	
1. El consentimiento de los menores e incapaces deberá prestarse por ellos mismos si sus condiciones de madurez lo permiten, de acuerdo con la legislación civil. 

	
2. En los restantes casos, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito por su representante legal, quien estará obligado a poner en conocimiento previo del Ministerio Fiscal el consentimiento proyectado. Si en el plazo de ocho días el Ministerio Fiscal se opusiere, resolverá el Juez. 



Artículo cuarto.


	
1. El ejercicio de las acciones de protección civil del honor, la intimidad o la imagen de una persona fallecida corresponde a quien esta haya designado a tal efecto en su testamento. La designación puede recaer en una persona jurídica. 

	
2. No existiendo designación o habiendo fallecido la persona designada, estarán legitimados para recabar la protección el cónyuge, los descendientes, ascendientes y hermanos de la persona afectada que viviesen al tiempo de su fallecimiento. 

	
3. A falta de todos ellos, el ejercicio de las acciones de protección corresponderá al Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio a la instancia de persona interesada, siempre que no hubieren transcurrido más de ochenta años desde el fallecimiento del afectado. El mismo plazo se observará cuando el ejercicio de las acciones mencionadas corresponda a una persona jurídica designada en testamento. 



Artículo quinto.


	
1. Cuando sobrevivan varios parientes de los señalados en el artículo anterior, cualquiera de ellos podrá ejercer las acciones previstas para la protección de los derechos del fallecido. 

	
2. La misma regla se aplicará, salvo disposición en contrario del fallecido, cuando hayan sido varias las personas designadas en su testamento. 



Artículo sexto.


	
1. Cuando el titular del derecho lesionado fallezca sin haber podido ejercitar por sí o por su representante legal las acciones previstas en esta Ley, por las circunstancias en que la lesión se produjo, las referidas acciones podrán ejercitarse por las personas señaladas en el artículo cuarto. 

	
2. Las mismas personas podrán continuar la acción ya entablada por el titular del derecho lesionado cuando falleciere. 



CAPÍTULO II

De la protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen

Artículo séptimo. 

Tendrán la consideración de intromisiones ilegítimas en el ámbito de protección delimitado por el artículo segundo de esta Ley:


	
1. El emplazamiento en cualquier lugar de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de cualquier otro medio apto para grabar o reproducir la vida íntima de las personas. 

	
2. La utilización de aparatos de escucha, dispositivos ópticos, o de cualquier otro medio para el conocimiento de la vida íntima de las personas o de manifestaciones o cartas privadas no destinadas a quien haga uso de tales medios, así como su grabación, registro o reproducción. 

	
3. La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia que afecten a su reputación y buen nombre, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo. 

	
4. La revelación de datos privados de una persona o familia conocidos a través de la actividad profesional u oficial de quien los revela. 

	
5. La captación, reproducción o publicación por fotografía, filme, o cualquier otro procedimiento, de la imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el artículo octavo, dos. 

	
6. La utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga. 

	
7. La divulgación de expresiones o hechos concernientes a una persona cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena. 



Artículo octavo.


	
1. No se reputarán, con carácter general, intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por la Autoridad competente de acuerdo con la Ley, ni cuando predomine un interés histórico, científico o cultural relevante. 

	
2. En particular, el derecho a la propia imagen no impedirá: 
	
a) Su captación, reproducción o publicación por cualquier medio cuando se trate de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto público o en lugares abiertos al público. 

	
b) La utilización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo con el uso social. 

	
c) La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público cuando la imagen de una persona determinada aparezca como meramente accesoria. Las excepciones contempladas en los párrafos a) y b) no serán de aplicación respecto de las autoridades o personas que desempeñen funciones que por su naturaleza necesiten el anonimato de la persona que las ejerza. 









Artículo noveno.


	
1. La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos a que se refiere la presente Ley podrá recabarse por las vías procesales ordinarias o por el procedimiento previsto en el artículo cincuenta y tres, dos, de la Constitución. También podrá acudirse, cuando proceda, al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

	
2. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate y restablecer al perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromisiones ulteriores. Entre dichas medidas podrán incluirse las cautelares encaminadas al cese inmediato de la intromisión ilegítima, así como el reconocimiento del derecho a replicar, la difusión de la sentencia y la condena a indemnizar los perjuicios causados. 

	
3. La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta en su caso la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. También se valorará el beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma. 
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